


EL PLEITO DEL GENERALIFE. EL PROCESO DEL
ESTADO ESPAÑOL CONTRA LA CASA DE CAMPOTÉJAR:
ESTUDIO HISTÓRICO-CIENTÍFICO DE UN PROCESO CIVIL.

CÉSAR GIRÓN

THE GENERALIFE LAWSUIT

Under this title, almost a hundred years of lawsuit are analysed. This lawsuit brought the Spanish State and the marquis of
Campotéjar into conflict regarding the ownership of the Generalife palace and its annexes, whose ownership, when the lawsuit
began, was held by the heirs of an Italian noble family, the Durazzo Pallavicini. The Crown prosecutor of King Fernando VII's
Exclusive Patrimony had started ir, and it was not finished until the 2nd October 1921, when the traditio simbolica of his taking-
up took place in a ceremony, which roused the whole country. Paradoxically, after 95 years of innumerable court proceedings, the
lawsuit finished with an extra-judicial settlement when the lawsuit was still definitely to be settled before the Supreme Court of
Justice in Spain.

The 30th of August 1912, the Salvador District Court in Granada gave judgement in first trial of the suit, in which an his-
torical study of the defendant evidence was carried out. This evidence consisted mainly of the royal charters testimony existing from
the 22nd December 1555, dictated by King Felipe II, in which the possessory tenancy and perpetual mayoralty of the Generalife
were vested in the heirs of the Granada Venegas lineage. It was precisely the rigorous study of what was established in these royal
charters, that made the examining magistrate draw the following conclusion: the Crown had never exercised its proprietorship and
according to these charters, only the quiet enjoyment of the said palace and annexes, together with the mayoralty jurisdiction, had
to be granted.

This study has been carried out by a lawyer, since this scientific work is rather related to legal sciences than to history. Without
detriment to the logieal historical enclaves of a work of this nature, it is an in-depth study of the civil action the development of the
lawsuit involved - something extremely complicated due to its long duration and the fact that, from the beginning until its conr
pletion, the following rules were in force: the "Ley de las Siete Partidas" (Seven-Parties-Law), the "Novísima Recopilación de Leyes"
of 1805 (The Latest Compilation of Laws), the "Reglamento Provisional de Procedimientos" of 1835 (Provisional Rules of Practice)
and the Royal Decree of November, 4th 1838. The latter resulted from the application of Sections 3 and 4 of the Royal Decree
of February, 3rd 1881, by which the Spanish Rules of Civil Law Procedure —still in force— were enacted.
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INTRODUCCIÓN

P
ara un jurista, rastrear en los archivos no es
nada extraño; todo lo contrario, es algo con-

sustancial al desempeño regular de su trabajo pro-
fesional. Sin embargo, inmiscuirse en la quietud
pasmódica de un archivo histórico, aunque sus fon-
dos sean de contenido sustancialmente jurídico co-
mo el impresionante Archivo de la Real Chancillería
de Granada, es indudablemente anodino, pues todo
lo más que se acostumbra a estudiar en los fondos docu-
mentales de los archivos, no va más allá de los datos
referentes a unos cuantos años atrás, lo preciso para
el desempeño de las funciones jurídicas inmediatas,

tendentes normalmente a conocer el texto de una
norma derogada, estudiar los pronunciamientos más
o menos lejanos de la doctrina legal sentada por la
jurisprudencia del Tribunal Supremo, o reconstruir
el tracto histórico de algunos títulos con el fin de
conocer el origen y vicisitudes de tal o cual derecho.
Aun así, los datos más antiguos que se consultan,
rarísima vez sobrepasan los años del siglo XIX en que
fueron derogadas Las Siete Partidas y demás fuentes
que establecía la Novísima Recopilación de Leyes de
1805, momento en que fueron promulgadas normas
de la importancia del Código Civil (1889), la Ley de
Enjuiciamiento Civil (1881), la Ley de Enjuicia-
miento Criminal (1882), el Código de Comercio
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(1885; vgr. 1829 en orden al Libro IV, De la suspen-
sión de pagos, quiebras y prescripciones, del Código
de Comercio de Sáinz de Andino), los primeros
intentos de Código Penal (1870) y algunas otras dis-
posiciones más o menos especializadas y más o
menos vigentes actualmente tras haber sufrido
incontables modificaciones y adiciones, las cuales
vieron la luz principalmente en la fecunda época de
la Codificación. Por su parte, en relación con los pro-
nunciamientos de la jurisprudencia, es bastante
infrecuente que se acuda al estudio —y mucho me-
nos a la cita— de resoluciones judiciales muy anti-
guas, pues salvo aquellas que contienen doctrinas
muy consolidadas, casi inamovibles, la consistencia
jurídica de un planteamiento basado exclusivamente
en los pronunciamientos judiciales, es por regla gene-
ral, tanto menor cuanto más lejana es la fecha del
pronunciamiento judicial en que se apoya, de modo
que la constante producción normativa propia del
sistema positivo español actual, hace cada vez más
vertiginosa y variable la labor de los tribunales,
los cuales abandonan rápidamente unos plantea-
mientos, que se consideraban los más avanzados
hasta ese momento, para buscar otros más acordes
con los predicados de la primera fuente del Derecho,
por lo que puede hacerse la afirmación, de que la
antigüedad de un pronunciamiento judicial y de la
doctrina contenida en él, juega en muchas ocasiones
más como un elemento de inseguridad, que como
una auténtica garantía de seguridad jurídica. La doc-
trina contenida en las sentencias es muchas veces
abandonada con prontitud puesto que la práctica
forense camina en sus pronunciamientos ligada estre-
chamente a la evolución legislativa, como no podía
ser de otra manera, de modo que una vez sentada
doctrina en tal o cual materia, la misma —salvo casos
muy excepcionales de vuelta atrás— evolucionará
sobre nuevas posturas científicas o sobre un perfec-
cionamiento de la anterior hacia otra distinta, lo que
hace que el período de vigencia de muchos pronun-
ciamientos jurisprudenciales sea realmente de muy
pocos años. Y finalmente, tras las disposiciones adi-
cionales, transitorias y final-derogatoria del Código
Civil (art. 1.976), aún menos son las veces en que
debe acudirse a buscar la génesis de un título o dere-
cho a las normas por éste derogadas, excepción hecha
de lo dispuesto en las Disposiciones Transitorias la,
2a y 4a de dicho texto y de ciertos derechos nobilia-
rios (1).

Lo dicho tan prolijamente no es sino para poner
de manifiesto que no es frecuente encontrar un
estudio realizado por un jurista profesional sobre un
determinado suceso jurídico (entiéndase en este caso
el proceso) fuera de estudios sobre una institución
concreta. Pero aún más sorprendente es que son

todavía menos frecuentes los estudios realizados por
las cátedras de Historia del Derecho que versen sobre
el estudio histórico de un acontecimiento, suceso o
hecho jurídico concreto (2). Sólo algunos historiado-
res lo hacen de forma esporádica y únicamente para
hacer eco o dejar constancia de un determinado
acontecimiento que marcó un concreto punto de
inflexión para una particular doctrina o para la
Ciencia Jurídica en general. Quizá sea por esto por lo
que este trabajo de estudio histórico del proceso judi-
cial que por casi cien anos enfrentó primero al
Monarca y después al Estado español con la Casa de
Campotéjar, por la titularidad dominical del Gene-
ralife y sus anejos y de la alcaldía perpetua del mismo
y sus privilegios inherentes, cobre una mayor rele-
vancia para los estudios de Derecho, dado lo poco
habitual que es encontrar estudios como éste,
mitad jurídicos, mitad históricos. Sin duda alguna el
conocimiento de un proceso judicial no exclusi-
vamente desde la óptica jurídica, sino también
desde su dimensión histórica, se muestra muy
gratificante tanto para el historiador como para el
jurista.

Fiel al reconocimiento de esta doble vertiente en
este tipo de trabajos, en el presente se ha impuesto
necesariamente realizar en primer lugar el estudio de
una cuestión tan nimia como el de la legitimidad de
las partes, primero del demandante, el Estado espa-
ñol (legitimación activa), que como veremos dio
lugar a varias controversias y a algún incidente susci-
tado por la representación procesal del demandado,
quedando claro que correspondía al Estado español,
a pesar de que la demanda hubiere sido presentada en
1826 por el Fiscal del Patrimonio Privado de Su
Majestad; y posteriormente, del sujeto pasivo del
proceso, la Casa de Campotéjar (legitimación pasi-
va), cuestión ésta ciertamente mucho más interesan-
te históricamente hablando, habida cuenta que el
título de marqueses de Campotéjar, la titularidad del
Generalife —al menos posesoria— y su alcaidía,
habían llegado por los avatares de incontables matri-
monios y sucesiones a una Casa italiana, o mejor
dicho, a dos, la Durazzo y la Pallavicini, de modo que
el título aparecía ligado al tiempo de iniciarse el pro-
ceso y durante todo el tiempo del mismo, a la estirpe
de los Grimaldi.

Posteriormente, se aborda el objeto, la acción y
el estudio jurídico-científico del procedimiento,
mediante una exposición minuciosa de los trámites
habidos, de sus aspectos más concretos y relevantes,
las resoluciones dictadas y los recursos interpuestos
por las partes contra las mismas, para concluir estu-
diando la forma de terminación del proceso —en la
terminología que prefiere utilizar la doctrina domi-
nante representada por el profesor De la Oliva— que
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de forma casi sorprendente —yo diría que inespera-
da— para un proceso lleno de complicaciones y de
más de 95 años de edad, concluyó mediante transac-
ción extrajudicial. Por tanto, la metodología seguida
para el estudio, tal y como queda expuesto, no ha
sido otra que la reconstrucción cronológica del pro-
ceso a través de sus trámites e instancias, sin más
comentarios científicos al hilo de la exposición que
los sucintamente necesarios, con el fin de no distraer
la atención del relato histórico de los hechos, funda-
mentos jurídicos y pretensiones hechos valer por las
partes en sus escritos y considerados por el juzgador
en sus resoluciones.

Por lo demás en esta introducción sólo cabe
decir, que las fuentes históricas en las que se ha reali-
zado este estudio, han sido casi exclusivamente docu-
mentales, en concreto, las proporcionadas por los
fondos del Archivo de la Real Chancillería de
Granada, en el que casi ha podido ser reconstruido el
proceso en su totalidad (3), por los documentos exis-
tentes en el Archivo Histórico Nacional, en el
Archivo del Tribunal Supremo, en el Archivo de
Protocolos Notariales del Colegio Notarial de
Granada, en el Archivo Municipal de Granada y en
Archivo Histórico de la Alhambra. Asimismo, no
cabe olvidar otras fuentes, especialmente las baraja-
das para la reconstrucción de la sucesión en el título
del marquesado de Campotéjar, de sus privilegios
inherentes y de los acontecimientos históricos y per-
sonajes que rodearon el Pleito, habiendo tenido que
acudir en primer término a los magistrales trabajos
que sobre heráldica granadina realizara María
Angustias Moreno Olmedo y a los fondos de la
hemeroteca del Archivo Histórico Provincial de
Granada, con un apoyo básico en las enciclopedias
convencionales, Espasa, Larousse y Rialp.

EL ORIGEN HISTÓRICO DEL PROCESO

Nada, científicamente hablando, es lo que se ha
escrito del famoso proceso del Estado español contra
la Casa de Campotéjar, por todos conocido con el
epíteto de Pleito del Generalife; y poco también es lo
que se ha escrito del mismo con un carácter histori-
cista o anecdótico, tan sólo que se sepa, unas pocas
páginas contenidas en el libro "Memorias de
Granada" de Antonina Rodrigo (4). Tal vez sea por
ello por lo que aquellos que alguna vez se han pre-
guntado por los aspectos relevantes de tan magno
proceso, han podido llegar a la conclusión errónea de
que el mismo comenzó de tina manera súbita o
espontánea, en el que un día el monarca decide rei-
vindicar los títulos y propiedades inherentes al
Generalife. Debo de confesar que ello fue lo primero

que yo pensé, sin embargo, saltándome la duda sobre
tal actitud caprichosa, investigué livianamente, para
quedar pronto convencido del hecho de que el ori-
gen de la cuestión tiene unas raíces ciertamente más
profundas. Por otro lado, una cuestión básica en
todo proceso, tal cual es la legitimación procesal, me
turbaba en este caso concreto, pues no alcanzaba a
desenmarañar cómo el título de marqués de
Campotéjar y con ello la pretendida titularidad sobre
el Generalife, sus anejos y derechos, habían ido a
parar desde linajes nazaritas, hasta unas poderosas
Casas italianas, Durazzo y Pallavicini, entroncadas
con la Grimaldi genovesa y monegasca (5).

Por tanto, dilucidar ambas cuestiones (antece-
dentes del proceso y la legitimación en el mismo,
especialmente la pasiva) es —y ha sido— ciertamen-
te vital para este estudio, puesto que la primera cues-
tión podría haber puesto en entredicho algunos de
los contundentes fundamentos y pretensiones esgri-
midos por el Fiscal del Real Patrimonio en la deman-
da de 1826, primigenia del proceso. Por su parte la
segunda cuestión, para mí dada mi formación de
jurista, me ha sido ciertamente más costosa, a pesar
del apoyo incuestionable en los trabajos de María
Angustias Moreno Olmedo como ya he advertido;
con ellos he dilucidado —con algún margen de
duda— la titularidad pasiva de los Grimaldi. Es por
ello, que analizado el origen histórico del proceso en
dos sentidos, uno en el hallazgo de actos regios pre-
cedentes, por el que el monarca reclamase la titulari-
dad sobre el Generalife y demás, a los señores de
Campotéjar; y otro, en la dirección de reconstruir la
sucesión en el título desde sus orígenes hasta el inicio
de proceso, momento a partir del cual, la legitima-
ción va siendo precisada hasta la conclusión del liti-
gio en 1921.

PROLEGÓMENOS DEL PROCESO

- Contrariamente a lo que podría pensarse, basta
una mirada a los fondos del rico Archivo Histórico
de la Alhambra, para comprender entre otras cosas,
la pertinaz defensa que en algunos momentos hicieron
los mayordomos, administradores y promotores del
monarca y posteriormente la Administración pública
sucesora, en defender los bienes y derechos corres-
pondientes al conjunto monumental de la Alhambra
y el Generalife de Granada (6). Este primer estudio,
que fácilmente se puede hacer de una manera gené-
rica en el Catálogo del Archivo del Histórico de la
Alhambra (7), arroja un respuesta cierta e inequívo-
ca sobre la primera cuestión planteada a propósito
del Pleito del Generalife, pudiendo hacerse la afir-
mación de que la iniciación del proceso por parte del
monarca no responde a un capricho o decisión aisla-
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da del mismo, sino que desde antiguo se venían pro-
nunciando reales cédulas y otra serie de actos reales
instando a los mayordomos y administradores del
Patrimonio de S.M. a recuperar los bienes y derechos
de los Reales sitios de la Alhambra, el Generalife y
demás bienes de titularidad real que se encontraban
en manos privadas por virtud de múltiples situacio-
nes y negocios jurídicos precedentes, que determina-
ron, como en el caso de los marqueses de Campotéjar,
que numerosos particulares fuesen titulares poseso-
rios —algunos de ellos como los Campotéjar enten-
dían que eran titulares dominicales— de diversos
bienes incluidos en el Real Patrimonio de la
Alhambra y el Generalife, e incluso, que de manera
indebida ostentaran privilegios y desempeñaren fun-
ciones correspondientes a cargos de la importancia
de la alcaldía del Generalife, que incluso considera-
ban perpetua los marqueses.

A modo de ejemplo, buscando en fechas cerca-
nas a 1826, año en que fue presentada la demanda
que dio origen al proceso contra la Casa de Cam-
potéjar, encontraremos entre los fondos documenta-
les del Archivo Histórico de la Alhambra numerosos
documentos referentes a reales disposiciones por las
que se insta la recuperación de bienes y derechos per-
tenecientes al Patrimonio Real, como los señalados
con los cardinales (8) 10.950 y 11.519 del índice del
catálogo del Archivo Histórico de la Alhambra
—entre otros los relativos al famoso pleito contra
Sebastián de Espinosa y sus sucesores sobre reivin-
dicación del fuerte y huerto del Almecí, casi tan
famoso como el pleito del Generalife, y merecedor
también sin duda de un estudio como el presente—
relativos a legajos con documentos comprendidos
entre los cardinales 1807 y 1831, y 1822 a 1824; los
11.085 y 11.096, relativos a los bienes del real
Patrimonio de la Alhambra y al deslinde de los terre-
nos de su jurisdicción, ambos de 1814; el número
11.603, relativo a la real orden de 1825 y autos, sobre
bienes de la Corona que había en Granada; 11.722,
de 1826, relativo a la reivindicación de fincas en la
jurisdicción territorial de la Alhambra; del 11.736 al
11.743, sobre reivindicación de fincas, en los años
1826 y 1827; 11.780 y 11.781, sobre asuntos relati-
vos al Real Patrimonio de S.M. el primero y contra
Salvador de Soria el segundo por el mismo motivo; o
los cardinales 11.073 y 11.074, relativos a la fijación
de las fincas de S.M. en la Alhambra y actuaciones
sobre las mismas.

Serían muchos los ejemplos que podrían ser
extraídos de los fondos documentales de la Alhambra
y que servirían para poner de manifiesto que la in-
terposición de la demanda contra la Casa de
Campotéjar no fue un hecho aislado, sino todo lo
contrario, debiendo quedar enmarcado en una polí-

tica general de protección y recuperación del
Patrimonio del monarca y de la Corona, que por
distintas razones era poseído u ocupado por parti-
culares. Con ello entiendo que la primera de las
cuestiones queda suficientemente aclarada; la legiti-
mación será abordada con minuciosidad, posterior-
mente, al estudiar las partes del proceso.

EL PROCESO

I. LAS PARTES DEL PROCESO

El proceso se nos manifiesta como un complejo
de actividades de dos tipos de sujetos: unos, que dis-
cuten acerca de la conformidad de una pretensión
con el Ordenamiento jurídico; otros, que deciden
acerca de esa conformidad, y, en consecuencia, ac-
túan o se niegan a actuar sobre la pretensión deducida
—los órganos procesales—. Aquéllos en cambio, son
las partes del proceso. Su concepto se elabora por la
Teoría General del Derecho siempre en relación con
el de pretensión procesal. Son partes procesales,
aquélla que formula y aquélla frente a quien se for-
mula la pretensión objeto del proceso. Con ello se
prescinde del juego de intereses que en las partes
deben concurrir y de toda referencia a la relación
jurídico-material que haya podido dar lugar a la pre-
tensión. Por tanto desde un punto de vista estricta-
mente procesal no existirá más que una sola clase de
partes del proceso, lo que sin embargo, ello no será
obstáculo para distinguir, atendiendo a la eficacia con
que un sujeto formula sus pretensiones, una distinta
manera de actuar como parte, y por ende establecer
una base para la determinación de distintos tipos de
partes, que podrán ser clasificadas en torno a distin-
tos criterios fundamentales, algo básico para procesos
como el administrativo. Cuestión fundamental en el
estudio de las partes es el de la capacidad, tanto para
ser parte como procesal, la primera unida a la condi-
ción de persona —física  o jurídica— la segunda vin-
culada además al proceso concreto y a la pretensión
que se ejercita, pues no todas las personas con capa-
cidad jurídica tienen capacidad de obrar y no todas
las personas con capacidad para ser parte tienen capa-
cidad procesal.

Pero cuestión ciertamente determinante en el
proceso es el de la legitimación, pues la misma es un
requisito procesal, y no —como se ha dicho---el
derecho a poner en actividad un órgano público,
pues el derecho a excitar la tutela jurisdiccional del
Estado —concepto de acción— lo tiene cualquier
ciudadano. Es por ello que la legitimación es un
requisito de admisión de la pretensión en cuanto al
fondo, no de la existencia del proceso, de modo que
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para que el órgano jurisdiccional examine la preten-
sión es necesario que haya sido deducida por perso-
na legitimada activamente y frente a la persona pasi-
vamente legitimada, siendo buena prueba de ello que
la legitimación se examine en el proceso concreto,
dentro del proceso ya existente, algo que fue materia
de debate permanente en el proceso del Estado espa-
ñol contra la casa de Campotéjar desde el inicio hasta
el fin. La legitimación por tanto, es la aptitud de ser
parte en un proceso concreto, de modo que no toda
persona pueda ser parte en ese proceso, sino única-
mente las que se encuentren en una determinada
relación con la pretensión. De ahí, que la misma sea
el problema procesal más íntimamente ligado con el
Derecho material, habiéndose llegado a considerar
como una cuestión de fondo y no una cuestión
meramente procesal.

Sabido es para los juristas que, al ser la legitima-
ción la aptitud para ser parte en un proceso concre-
to, la misma se puede clasificar en distintos tipos, en
función de las partes y de su posición frente a la rela-
ción jurídico material a la que se refiere la pretensión,
de modo que podrá distinguirse fundamentalmente
entre legitimación activa y pasiva, directa o indirecta,
y en algunos casos también entre principal y acceso-
ria. Por lo que hace al presente estudio, quedará ce-
ñida a la distinción entre la activa y pasiva, que
determinará quién debería ser demandante y quien
demandado; cuestión ésta ciertamente muy contro-
vertida a todo lo largo del proceso, pues la Casa de
Campotéjar exigió siempre la aclaración de si los bie-
nes y derechos señalados por el Fiscal en el petitum de
la demanda reivindicatoria, eran, pretendidamente, de
la Corona o del Monarca, lo que habría redundado
en la falta de legitimación procesal del monarca y en
la apreciación del artículo de previo y especial pro-
nunciamiento que fue planteado (actualmente, sería
la excepción dilatoria recogida en el artículo 533.2°
de la L.E.C.), lo que a la postre habría redundado
también en una falta de personalidad del procurador
—del fiscal del Patrimonio privado del monarca—,
algo que también fue puesto en juego por la Casa de
Campotéjar de manera reiterada a lo largo del proce-
so.

El Sujeto Activo de/proceso.
Corona-Monarca y Estado.

Contrariamente a lo que podría pensarse, la
legitimación activa en el proceso del Estado español
contra la Casa de Campotéjar no fue nunca cuestión
clara y pacífica, dado que la aptitud para ser deman-
dante en el proceso concreto, la aptitud para deducir
la pretensión y para que el órgano judicial entre en el
estudio del fondo del asunto, fue negada repetida-

mente por la representación de los marqueses de
Campotéjar al monarca y al Estado español, no sólo
como se ha dicho, en orden a la distinción entre
Patrimonio de la Corona y Patrimonio del monarca,
sino incluso en orden a legitimación activa del pro-
pio Estado, cuando posteriormente la titularidad
sobre dicho Patrimonio, por los mandatos de la
Constitución de 1837 y de los efectos revoluciona-
rios de "La Gloriosa' de 1868, pasaron a éste. Así,
veremos como mediante escrito de 24 de febrero de
1869, el marqués de Campotéjar se opuso a la per-
sonación del promotor fiscal, pidiendo que se
"distinguiese entre los bienes de la Corona y los per-
tenecientes al Patrimonio privativo de la persona que
ocupaba el trono, con petición de traslado de las
actuaciones para formular artículo de especial y pre-
vio pronunciamiento", lo que le sería debidamente
negado. O más tarde, en 1916, al tiempo de sustan-
ciarse la apelación contra la sentencia, de plantearse
una nueva reclamación incidental y anunciarse el
posterior recurso de casación por quebrantamiento
de forma —que habría llegado de no concluir el liti-
gio— al amparo del art. 859 de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil, en relación con el 1.696, 1°, 2°, 4°
y 5°, dado que por el demandado y vencido en la pri-
mera instancia del pleito, se alegaba "haberse admi-
tido indebidamente la personalidad del promotor
fiscal del Distrito del Salvador y después del Abogado
del Estado, en representación de la parte actora".

Lo cierto, es que fuera de estas controversias,
por lo demás lógicas en cierto tipo de procesos, la
legitimación activa en el Pleito del Generalife, corres-
pondió en un primer momento —Antiguo Régi-
men— al monarca, por entenderse que los bienes y
derechos objeto de reivindicación pertenecían a su
Patrimonio privativo, y posteriormente, tras el ad-
venimiento del nuevo régimen, al Estado español,
titular ya en ese momento de los bienes y derechos
objeto del litigio.

El Sujeto Pasivo de/proceso.
La sucesión en el título y derechos
de la Casa de Campotéjar.

A pesar del contenido del apartado anterior,
ciertamente la cuestión más compleja en el proceso
del Estado español contra la Casa de Campotéjar, fue
la de dilucidar con nitidez la persona del sujeto pasi-
vo, es decir, del demandando del proceso. Induda-
blemente saber contra quién dirigir la demanda en
1826, en aquel preciso momento, no fue tarea difícil,
puesto que se sabía quién ejercía con gran ostenta-
ción las titularidades inherentes del Generalife, por
pertenecer al linaje Granada. Sin embargo, la pre-
gunta a la que hay que responder en este trabajo,
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como ya se ha apuntado, es la de saber por qué hubo
de dirigirse contra un ciudadano italiano por unos
derechos españoles. A ello se responde a renglón
seguido, quedando concretada la legitimación pasiva.

De las dos ramas descendientes de los reyes
nazaríes que al convertirse al cristianismo tomaron el
apellido Granada, una era la de los hijos de Muley
Abul Hacén y de Zoraya (esclava cristiana llamada
Isabel de Solís), los cuales eran hermanastros de
Boabdil. Estos príncipes recibieron los nombres de
Cad y Nasr, y después de su conversión tomaron los
nombres de D. Fernando y D. Juan de Granada,
infantes a quienes los Reyes Católicos harían merced
de la tahás de Orgiva y Jubiles, las cuales abandona-
ron súbitamente en 1493 durante las revueltas prota-
gonizadas por los moriscos, para evitar sospechas por
parte de los reyes cristianos, quienes en recompensa
por su actitud, les darían una cierta cantidad de dine-
ro de juro, la tenencia del castillo de Monleón y el
gobierno del lejano reino de Galicia.

Sin embargo, es la otra rama descendiente de la
dinastía granadina la que nos interesa en el presente
estudio, por haberse quedado en Granada y ser ella
ligada al título de Campotéjar y a la alcaldía del
Generalife. Esta desciende del infante de Almería
Sidy Yahya al-Nayar, que fuera alcaide de Baza y que
inmortalizara su nombre en la heroica defensa que de
esta ciudad hiciera contra el ataque de las tropas cris-
tianas durante la Guerra de Granada. Sidi Yahya esta-
ba casado con su prima Cetti Meriem Venegas,
tomando ambos al convertirse al cristianismo, des-
pués de la conquista de Baza, los nombres de D.
Pedro de Granada y de D a María Venegas. Fue pre-
cisamente de este matrimonio del que naciera el céle-
bre Alí Ibn Nasr, que, al bautizarse, se llamaría
D. Alonso de Granada.

Antes de la entrega de Granada, D. Pedro sirvió
como vasallo a los Reyes Católicos, por lo que le fue-
ron entregadas en reconocimiento las ciudades de
Baza, Guadix y Almería. Conquistada la ciudad y su
reino, D. Pedro de Granada recibiría el nombra-
miento de alguacil mayor, en el año 1500, de manos
de los Reyes Católicos, obteniendo también, más
tarde, la Orden de Caballería de Santiago, el señorío
de Campotéjar y otros heredamientos, falleciendo el
6 de febrero de 1506, en Andarax; su hijo, D. Alonso
de Granada, mandaría traer su cadáver a Granada
para inhumarlo en la capilla de San Pedro, en la
Iglesia del Sagrario, que le había sido concedida
como sepultura. Don Alonso de Granada-Venegas,
fue valeroso capitán, como lo demostró en la Vega de
Granada, en el cerco de la ciudad, el 21 de agosto de
1491, por lo que en reconocimiento de su valía, pos-
teriormente, al tiempo de convertirse a la doctrina
católica, los Reyes, por título despachado en Za-

ragoza en septiembre de 1492, le concederían el
honor, para sí y sus descendientes de colocar en su
escudo las siete banderas que ganó aquel día al ene-
migo, así como la bandera o gallardete rojo, que ganó
en la batalla de Adra, y que colocó en la punta del
mismo. Este caballero casó dos veces; la primera con
Da Juana de Mendoza, hija del mayordomo de la
reina don Francisco Hurtado de Mendoza, con la
que tendría un solo hijo, D. Pedro de Granada
—segundo del nombre—, quien continuaría la línea.
La segunda vez casó con Da María de Quesada,
matrimonio del que nacerían varios hijos, entre
otros, D. García de Granada Venegas; que casó con
Da Guiomar de Alarcón, y Da Leonor de Granada
Venegas, mujer que fuera de D. Luis Maza, alguacil
mayor de la Chancillería de Granada (9).

Don Pedro de Granada-Venegas Hurtado de
Mendoza, caballero de Santiago, tercer señor de
Campotéjar y Jayena, casaría con María Vázquez
Rengifo, hija de Gil Vázquez Rengifo, Comendador
de Montiel, obteniendo D. Pedro el cargo de alcaide
del Generalife, por renuncia de su suegro, cuyo nom-
bramiento le fue otorgado por Carlos V en cédula de
10 de julio de 1537 (10). Estuvo en la guerra de
Túnez y Perpiñán. Casó dos veces, de su primer
matrimonio con Da María Vázquez Rengifo, nació
otro célebre descendiente, D. Alonso Granada-
Venegas Rengifo, primer marqués de Campotéjar (11)
y tercer señor del título; del segundo matrimonio con
Da María de Mendoza, no nacerían hijos. Don
Alonso de Granada, fue nombrado por real cédula
del año 1555, alcaide del Generalife, en sustitución
de su padre, que había fallecido poco antes; estuvo al
servicio de Felipe II, tomando parte en la Guerra de
las Alpujarras, al tiempo de la rebelión de los moris-
cos en 1568. Casó también D. Alonso dos veces,
la primera con D. María Manrique de Mendoza, hija
de don Diego Ruiz de Alarcón y de doña María de
Mendoza, su mujer. Con esta noble dama D. Alonso
tuvo cuatro hijos: D. Pedro de Granada-Venegas, que
sucedió en la casa, D. Diego de Granada, fray
Leandro de Granada, de la orden de san Benito, y Da
María Manrique, que casó con don Gil Vázquez
Rengifo, su primo hermano. De su segundo matri-
monio con Da María Ochoa de Castro nacieron:
D. Fernando de Granada, chantre de Cuenca, D.
Juan, caballero de Santiago y D a Catalina María
de Granada.

Don Pedro de Granada-Venegas, caballero de
Alcántara, alcaide del Generalife, quinto señor —y
segundo marqués— de la villas de Campotéjar y
Jayena, sirvió desde niño a los reyes, primero como
menino de la cuarta mujer de Felipe II, Ana de
Austria, hija del emperador Maximiliano II, con la
que casó en 1570 y que fuera madre de Felipe 111, al
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que acompañaría D. Pedro de Granada en todas sus
empresas. Así, lo encontraremos en el socorro de la
ciudad de Almería y defendiendo valerosamente la
villa de Salobreña del ataque de la poderosa escuadra
inglesa. El título de alcaide de esta fortaleza le fue
otorgado por Felipe II en San Lorenzo el Real el 11
de julio de 1594, por los muchos servicios que le
habían hecho los caballeros de esta casa y el mismo
D. Pedro. Igual cargo desempeñaría en la fortaleza de
Almuñécar, cuyo título está fechado también en San
Lorenzo el Real, el 13 de octubre de 1596. Casó este
Granada-Venegas dos veces, la primera con D a María
de Velasco y Benavides, de quien no tuvo hijos. La
segunda, con Da Leonor Rodríguez de Fonseca,
matrimonio del que nacerían dos hijos D. Alonso de
Granada y D. Diego, que morirían a temprana edad,
durante su infancia.

Sucedió a D. Pedro en la Casa de Campotéjar,
título, estados y mayorazgos, su hermano don Juan
de Granada y Manrique, del que pocas noticias más
se tienen. Con posterioridad, en el año 1653, Felipe
V de Borbón confirmaría la alcaidía del Generalife en
otro descendiente del linaje Granada, D. Alonso de
Granada. En 1672, doña Mariana de Austria, como
reina gobernadora, despachó título de alcaide del
Generalife en otro sucesor, D. Pedro de Granada, que
según se desprende de los datos fue el último descen-
diente varón de la ilustre familia granadina, porque
ya en el siglo XVIII, se encontrará el título de marqués
de Campotéjar en un italiano, de apellido Grimaldi
—Pedro Grimaldi— y al tiempo del litigio en María
Catalina Grimaldi Granada Gentile, ostentándolo
posteriormente sus sucesores, y en 1921 la princesa
Giustinianni, María Teresa Magdalena Josefa Ignacia
Luisa Pallavicini, quien tras la entrega del Generalife
y sus títulos de derechos en principios de este siglo, se
convertiría en duquesa del Generalife con grandeza
de España para sí y sus descendientes, decayendo el
título de marqués de Campotéjar, sin perjuicio de la
sucesión natural en el apellido Granada.

Dicho lo anterior queda reconstruido de mane-
ra pasajera la sucesión en el título correspondiente al
marquesado de Campotéjar y en los derechos pose-
sorios y honoríficos correspondientes al Real sitio del
Generalife, respecto del que es fundamental la fecha
de 10 de julio de 1537, en la que como se ha señala-
do, el comendador de Montiel, Gil Vázquez Rengifo,
renunció en favor de su yerno, Pedro de Granada-
Venegas Hurtado de Mendoza, al título de alcaide
del Generalife, motivo éste por el que tal honor apa-
recerá ya ligado para siempre a los descendientes de
la Casa Granada. Como se ha expresado también,
será esta real cédula de Carlos V y otra posterior de
1555 de Felipe II, además de otras posteriores de
1653 y 1672, en las que los Campotéjar funden sus

derechos posesorios perpetuos sobre el Generalife al
tiempo de su contestación a la demanda del Fiscal del
Patrimonio privado de S.M. Con lo dicho queda cla-
ramente determinada la legitimación pasiva del pro-
ceso, la cual no cabe duda que correspondía a los
Pallavicini, sucesores legítimos de la Casa Granada y
sus privilegios inherentes, siendo el primer demanda-
do —sujeto pasivo— Da María Catalina Grimaldi
Granada Gentile, marquesa de Campotéjar, al tiem-
po de la interposición de la demanda de 1826, y tras
su muerte, a sus sucesores.

No obstante, quiero hacer la lógica advertencia,
de que la legitimación pasiva iba a seguir generando
no pocos problemas a lo largo del proceso, llegando
a la situación de que entre uno de los documentos
correspondientes al recurso de apelación interpuesto
contra la sentencia del Juzgado del Distrito del
Salvador, propunciada en 1912, se realice al princi-
pio una prolija fijación de los legitimados pasivos del
proceso, entre los que aparecerán los Landi, Sforza,
Gentile, Grimaldi y Durazzo contra quienes de algún
modo también se dirigió la acción, tras la sucesión
abierta tras la muerte del primer sujeto pasivo del
proceso, Da María Catalina Grimaldi Granada
Gentile, siendo declarados en rebeldía todos los ci-
tados, en especial los Señores de Landi (12), en-
tendiéndose con los mismos en estrados todas las
actuaciones hasta el momento en que por virtud de
la escritura de apoderamiento otorgada ante el nota -

rio de Génova Virginio Podestá, los Pallavicini que-
daron como únicos sujetos pasivos del proceso hasta
su conclusión, no sin pocas reticencias por parte de
la Abogacía del Estado. Queda aclarada con todo lo
dicho en este epígrafe, la segunda de las cuestiones
suscitadas en los prolegómenos del proceso en
orden a los legitimados pasivos del proceso, que no
serán otros más que los descendientes de la Casa
Granada, titulares del marquesado de Campotéjar y
por tanto también de los bienes y derechos sobre el
Generalife.

II. EL OBJETO DEL PROCESO

La serie de actividades que integran el proceso
tiene por objeto la declaración de voluntad por la
cual se solicita del órgano jurisdiccional una actua-
ción frente a una persona determinada y distinta del
actor de la declaración. Esta declaración de voluntad,
que constituye el acto fundamental del proceso, se
denomina pretensión procesal. Unos sujetos, las
partes, discutirán acerca de la conformidad de la
pretensión con el Ordenamiento jurídico; otro el
juez, decidirá acerca de esa conformidad y, en conse-
cuencia, accederá o no a la actuación solicitada.
En consecuencia el objeto del proceso es la pre-
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tensión formulada por el actor en el petitum de su
demanda.

Como se dijo, como consecuencia del matri-
monio entre la hija del comendador de Montiel Gil
Vázquez Rengifo y el nieto de Sidi Yahya, Pedro de
Granada-Venegas Hurtado de Mendoza, la Casa de
los Tiros (13) quedó vinculada desde mediados del
siglo XVI a los marqueses de Campotéjar, como suce-
sores de dicha familia, que dispusieron igualmente de
la titularidad del Generalife, la Casa de los Tiros y
disfrutaron los privilegios innatos al cargo de alcaides
—según ellos perpetuos— del Generalife. Estas
importantes titularidades disfrutadas por los señores
de Campotéjar en Granada, se completaban con
otras en la ciudad y provincia de Granada que se cen-
traban fundamentalmente en diversos derechos sobre
heredades situadas en los términos municipales de los
pueblos de Campotéjar, Dehesas Viejas, Jayena y
otros lugares de la vega granadina, como la huerta del
Pino —perteneciente al Real Patrimonio y detentada
su posesión por la Casa de Campotéjar— situada en
las proximidades de la Lancha de Cenes, en la ribera
del Genil, de más de seis hectáreas de extensión y
atravesada por la acequia Gorda (por el lugar y las
proximidades donde hoy se encuentra la intersección
del nuevo acceso a la Alhambra con la Ronda Sur y
la Carretera de la Sierra), así como otra serie de fin-
cas en las proximidades del Generalife, como la de los
Alixares y las huertas de Fuente Peña, Colorada y
Grande, adquiridas mediante sendos negocios jurídi-
cos realizados en 1778 y 1858 (14).

Por tanto, conforme a lo expresado, en el pro-
ceso contra la Casa de Campotéjar el objeto no fue
otro que la pretensión del monarca —y del Estado
español— de que se declarase que el Real Sitio del
Generalife, sus jardines, huertas, Alixares y demás
terrenos que le eran agregados con inclusión de la
huerta del Pino, que de hecho detentaba y poseía la
marquesa de Campotéjar, pertenecían en propiedad
al Real Patrimonio privado del monarca, y que se res-
tituyesen todos estos bienes por la demandada con
todos sus emolumentos, frutos y rentas producidos
desde la detentación y que se cesara en el uso de la
jurisdicción y alcaldía del Generalife, mientras no se
obtuviese real cédula de confirmación, con expresa
condena al pago de las costas del proceso.

III. LA ACCIÓN

Procede ahora como es lógico el estudio de la
acción, que ha sido definida como el derecho subje-
tivo público que los sujetos jurídicos tienen para diri-
girse a los tribunales y obtener de ellos una concreta
tutela jurisdiccional, obteniendo una resolución de

un concreto contenido, es decir, lo que ha dado en
llamarse como derecho a la jurisdicción. Más fá-
cilmente, el poder o facultad dimanante en todo
derecho para, en caso de ser violado, reclamar la pro-
tección del poder judicial.

De acuerdo con la situación posesoria descrita,
esto es, los marqueses de Campotéjar en el disfrute de
la posesión del Generalife, sus anexos y sus derechos
inherentes, y frente a ellos el monarca, propietario de
los mencionados bienes y derechos, pero excluido de
la posesión, la acción que hubo de ejercitarse no
pudo ser otra más que la acción reivindicatoria, que
podríamos definirla como la acción que puede ejer-
citar el propietario que no posee contra el poseedor
que, frente al propietario, no puede alegar un título
jurídico que justifique su posesión (15) (en algún
momento por el representante de Da María Catalina
Grimaldi Granada Gentile, se trató de señalar que
todo lo más que se podría hacer por el promotor fis-
cal era ejercitar la acción declarativa, menos podero-
sa por la pretensión, que la reivindicatoria). En este
sentido se ha manifestado reiteradamente el Tribunal
Supremo desde antiguo, antes y después del Pleito
del Generalife en sentencias de 25 de febrero de
1845, 12 de marzo de 1896 y de 1 de marzo de 1954
por citar algunas, recogiendo este significado de la
acción reivindicatoria, como aquella que funda el
dominus desposeído frente al poseedor o tenedor de
la cosa.

A los efectos del presente estudio, nos interesa
señalar cómo el ejercicio de la acción reivindicatoria
se basaba, claro está, en la Novísima Recopilación de
Leyes de 1805, que establecía como fuente del
Derecho, la Ley de las Siete Partidas, siendo precisa-
mente en ésta, en la Ley 25, del título II de la Partida
3a, donde se funde la misma y su ejercicio, al decir el
precepto mencionado: "Campo, viña o casa o otra
cosa qualquier de aquellas que son llamadas rayz;
queriendola alguno demandar en juycio por suyo,
deve dezir señaladamente en qual lugar es e nombrar
los mojones, e los linderos della. Esso mismo dezi-
mos que deve hacer, si la demandasse por razón de
otro gela oviesse empeñada, e non la tuviesse en su
poderío, o de otra manera qualquier porque tuviesse
que devia ser entregado della. Pero mucho se deve
guardar el demandador, quando la cosa demandada
por suya, quier sea mueble o rayz, que si save la razón
por que ovo el señorio della, assí como por compra o
por donadio, o por otra manera qualquier, que aque-
lla ponga en su demanda..."; así, sería ejercitada y
fundada la acción por el fiscal del Patrimonio priva-
do del monarca en su demanda de 1826. Por tanto,
la acción ejercitada en el proceso del Estado español
contra la Casa de Campotéjar, fue adecuadamente la
acción reivindicatoria.
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IV. EL PROCEDIMIENTO (16)

En el año 1826, el Fiscal del Real Patrimonio de
la Alhambra, dedujo demanda reivindicatoria contra
el señor de Campotéjar, interesando se declarase que
el Real sitio del Generalife, sus jardines, huertas, ali-
xares y demás terrenos que le estaban agregados con
inclusión de la huerta llamada del Pino, que de he-
cho poseía y detentaba la marquesa de Campotéjar,
pertenecían al Real Patrimonio privado de S.M. de la
Real Fortaleza de la Alhambra de la que formaba
parte el Generalife, y que se condenase a dicha mar-
quesa a que los restituyese con todos sus emolumen-
tos, frutos y rentas producidas desde la detentación y
a que cesara en el uso de la jurisdicción y alcaldía
mientras no obtuviese Real Cédula de confirmación,
con expresa petición de condena en costas (folios 134
a 145 de los autos) (17).

Conferido traslado de la demanda, la contestó
la representación de Da María Catalina Grimaldi
Granada Gentile entonces Marquesa de Campotéjar,
solicitando se absolviese de ella a su parte, conti-
nuando la tramitación de los autos, presentándose
por las partes los escritos de conclusiones, tras el reci-
bimiento del pleito a prueba y práctica de las pro-
puestas por las partes, previa su admisión y adopción
del acuerdo de publicación de probanzas y entrega de
los autos para alegaciones, el 7 de julio de 1829
(folios 146 a 174).

Por supresión del Juzgado privativo del Real
Patrimonio de la Alhambra (folio 189), pasaron las
actuaciones al conocimiento del Juzgado de l a ins-
tancia del Distrito del Salvador de esta ciudad, el 2 de
mayo de 1849, a cuya jurisdicción quedaron ofertos
en lo sucesivo los autos, continuando el ejercicio de
los derechos de la demandante, en sustitución del
Fiscal de dicho Real Patrimonio, los Administradores
del mismo, y los de la parte demandada, por defun-
ción de D a Ma Catalina Grimaldi, D a Magdalena
Grimaldi Pallavicini y Granada, dividiéndose a su vez
por fallecimiento de ésta, en el año 1838, sus dere-
chos en el pleito entre D. Ignacio Alejandro
Pallavicini y D. Fernando Pallavicini, D. Juan Bto.,
D. Huberto, Da Octavia y Da Sofía Landi (casadas
estas dos últimas respectivamente con D. Federico
Sforza y D. Fernando Douglas Scotti), Da María
Catalina Grimaldi, Da Teresa María Grimaldi. A D.
Ignacio Alejandro Pallavicini le sustituyó posterior-
mente Da Teresa Pallavicini Raggi, marquesa de
Campotéjar y a esta D. Giacomo Filippo Durazzo
Pallavicini, marqués de Campotéjar, el cual se en-
contraba personado a principios del presente siglo,
siendo con éste con quien hubo de entenderse la
transacción además de con la princesa Giustinniani;
siendo ostentados los derechos de los demás in-

teresados en el pleito anteriormente señalados, al
tiempo de la conclusión de la primera instancia y
del incidente de 1917, por Da Sofía Landi, viuda
de D. Fernando Douglas, D a Celia Sforza Landi,
D. Alfonso, Da Angelina, D. Luis, D. Huberto,
Da Ana y D. Federico Landi, estando casadas Da
Angelina y D a Ana respectivamente, con el Conde
Jerónimo Leoni y con D. Rito Honorati, todos los
cuales fueron declarados en rebeldía, entendiéndose
la tramitación con respecto a los mismos, en los estra-
dos del Tribunal.

Continuada la tramitación de los autos por el
Juzgado del Distrito del Salvador se sustanciaron
varios incidentes, de modo que el 15 de febrero de
1869, el Promotor Fiscal del expresado distrito com-
pareció en autos, cumpliendo instrucciones recibidas
del Fiscal Jefe de la Audiencia, solicitando se le diese
vista de ellos para pedir lo procedente, apremiándo-
se, en su virtud, a la parte del marqués de Cam-
potéjar que los tenía entregados para alegación. El
marqués de Campotéjar devolvió los autos sin eva-
cuar el traslado de alegaciones conferido, con escrito
fechado en 24 de febrero de 1869, oponiéndose a la
personación del promotor fiscal, fundándose para
ello en la pretensión ya advertida, sobre la necesidad
de distinguir entre los bienes de la Corona y los del
Patrimonio privado de la persona que ocupaba el
Trono, por lo que por dicha parte se pidió que se le
entregaran las actuaciones para formular, acerca de
ello, el oportuno artículo de previo y especial pro-
nunciamiento. Tal petición, como era procedente
conforme al Real Decreto de 4 de noviembre de
1838, fue trasladada al representante del Ministerio
Fiscal, el cual, además de hacer diversas peticiones en
orden a la tramitación, interesó se declarase no haber
lugar a formar el mencionado artículo sobre su per-
sonalidad, acompañando al escrito copia autorizada
por el Fiscal de la Audiencia, de una orden del
Ministerio de Gracia y Justicia del Gobierno Provi-
sional de 11 de noviembre de 1868, por la que se
mandaba dar cumplida ejecución de lo dispuesto por
el Consejo de Administración del Patrimonio que
fue de la Corona para que, conforme a lo acordado
el 2 de septiembre de 1841 por el Regente del Reino,
la defensa de los bienes del Patrimonio quedase a
cargo de los Fiscales de las Audiencias y Promotores
de los Juzgados, encargándose en lo sucesivo de la
defensa de los intereses de dicho Patrimonio los fun-
cionarios del orden judicial (folios 832 a 859).

Conferido traslado a la parte de D a Teresa
Bellini, viuda de D. Juan Bto. Landi y consortes, lo
evacuó adhiriéndose a las solicitudes del marqués de
Campotéjar (folio 860), y traídos los autos a la vista,
con citación de las partes, el Juzgado, en 5 de julio de
1869 (folio 870), dictó auto declarando no haber al
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artículo suscitado por el marqués de Campotéjar en
su escrito de 24 de febrero, sobre la personalidad del
Promotor Fiscal, al que se le tuvo por parte legítima
para representar en los autos los derechos correspon-
dientes al Patrimonio que fue de la Corona.
Notificado este auto, las partes y representaciones del
marqués de Campotéjar y de D a Teresa Bellini y con-
sortes, interpusieron contra el mismo, conjuntamen-
te, los recursos de nulidad y apelación interesando
que este último le fuese admitido en ambos efectos,
siéndole así admitido por el juzgado, remitiéndose a
continuación las actuaciones al órgano ad quem

(folios 872 a 888).
Tramitados los expresados recursos por la

Audiencia, ante la que compareció D a Teresa
Pallavicini, marquesa de Campotéjar, como heredera
de D. Ignacio Pallavicini, según título que presenta-
ba, siendo en cambio declarados en rebeldía los
demás litigantes y herederos de los fallecidos.
Mediante auto de 10 de junio de 1901 la Sala de lo
Civil de la Audiencia Territorial de Granada, declaró
no haber lugar al recurso de nulidad deducido (folio
891), yen cuanto a la apelación formulada, confirmó
el auto dictado en 5 de julio de 1869 por el Juzgado
del Distrito del Salvador. Interpuesto recurso de
suplicación contra el auto de dicha Sala, fue desesti-
mado por otro de la misma, de fecha 9 de julio de
1903, por el que se acordó estar a lo resuelto en el de
10 de junio de 1901, el cual se confirmó en todas sus
partes (folio 893). Notificada la resolución anterior,
la parte de la marquesa de Campotéjar interpuso
contra ella recurso de nulidad ante el Tribunal
Supremo, dictándose por la Sala nuevo auto, el 23 de
julio, denegando el recurso de nulidad formulado, lo
que daría lugar a que en el trámite de vista, la misma
parte recurrente, interpusiera contra este último auto
el recurso de apelación que autorizaba el artículo 11
del R.D. de 4 de noviembre de 1838, que sí fue ad-
mitido, remitiéndose al Tribunal Supremo testimo-
nio del mismo, con emplazamiento de las partes. El
Tribunal Supremo en auto de 9 de abril de 1904 con-
firmó con las costas el dictado por la Audiencia en
23 de julio de 1903, teniendo en cuenta para ello
que, el recurso de nulidad establecido por la
Constitución de 1812, confirmado por la 5 a de las
atribuciones que a dicho Tribunal asignó el artículo
90 del Reglamento provisional de 1835, y regulada
por el R.D. de 4 de noviembre de 1838, sólo cabía
contra las sentencias definitivas o que tuvieran la
consideración de tales, concepto que en modo algu-
no podía aplicarse al auto de 9 de julio de 1903, el
cual tampoco recayó en incidente que impidiera el
curso del pleito (folios 902 a 906).

Remitidos los autos nuevamente al Juzgado y
continuada su tramitación, se acordó hacer saber a la

marquesa de Campotéjar que se personase con nuevo
Procurador, dado que el preexistente, D. José
Sedeño, se hallaba suspenso en el ejercicio del cargo.
Posteriormente, en fecha 9 de octubre de 1908, el
Abogado del Estado que venía siendo parte en los
autos en sustitución del Promotor Fiscal sin opo-
sición de las partes, presentó escrito en el que,
haciendo constar que el Procurador D. José Sedeño
se hallaba de nuevo en el ejercicio de su representa-
ción (folio 928), pedía que se le confiriese traslado
del pleito para alegar de bien probado. Requerido
dicho Procurador en virtud de acuerdo del Juzgado,
para que manifestase si continuaba en la represen-
tación de la marquesa de Campotéjar, en compare-
cencia que tuvo lugar en 11 de febrero de 1908, el
mencionado Procurador dijo (cito literalmente por
su importancia posterior para el curso del pleito):
"Que la expresada marquesa había otorgado nuevos
poderes a su Sr. hijo revocando los anteriores, sin que
dicho Sr. los hubiese sustituido en su favor, y en atención
a las cartas que había recibido de la marquesa comuni-
cándole la renovación, el compareciente estimaba que
carecía de facultades para continuar representándola"
(folios 931 a 934).

A instancia del Abogado del Estado se requirió
a D. José Dáneo, administrador en Granada de la
marquesa de Campotéjar, para que señalase el domi-
cilio de la misma, el cual hizo constar diciendo que
ésta residía en Pegli (Italia), acordándose en su vista
por el Juzgado, en providencia de 29 de enero de
1909, que se dirigiese exhorto por vía diplomática a
la autoridad judicial de Pegli a fin de que se requirie-
se a la marquesa de Campotéjar para que dentro del
término de veinte días se personara debidamente en
forma en los autos por medio de nuevo Procurador,
bajo apercibimiento de declararle rebelde si no lo
hiciera en el plazo mencionado, lo que se llevó a efec-
to en el mismo día, sin acompañar cédula alguna.
Recibido el exhorto, diligenciado y traducido al cas-
tellano por la Oficina de Interpretación de Lenguas
del Ministerio de Estado, consta en los autos cómo la
Audiencia de Génova ordenó su cumplimiento, de-
legando al efecto en el Pretor de Volteis, siendo
devuelta más tarde la documentación sin haber sido
ejecutada la diligencia interesada, porque el alguacil
de la Pretura, compareció manifestando que la mar-
quesa de Campotéjar era desconocida en Pegli, lugar
en el que había hecho las más diligentes pesquisas,
personándose en la oficina de Correos, en todas las
posadas y en el Ayuntamiento, extremo este último
que también fue confirmado por el Alcalde de la cita-
da localidad italiana (folios 935, 936 y 963 a 975).

A la vista de los resultados anteriores, a instan-
cia del Abogado del Estado (folio 980), el Juzgado,
por providencia de 22 de octubre del mismo año,
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acordó que se hiciese el emplazamiento por edictos,
que fueron publicados en la Gaceta de Madrid y en
el Boletín Oficial de la Provincia de Granada (así
figuran incluidos en los autos dichos periódicos ofi-
ciales correspondientes a los días 29 de octubre y 2 de
noviembre respectivamente), requiriéndose en ellos
el cumplimiento de lo ordenado a la marquesa de
Campotéjar en la providencia de 29 de enero, an-
teriormente señalada. Tras ello, no habiendo com-
parecido con nuevo Procurador la marquesa de
Campotéjar, a solicitud del Abogado del Estado, se le
declaró rebelde en providencia de 30 de noviembre y
por otro proveído de 4 de diciembre, se dispuso que
corriese el traslado por el término legal a aquella
parte para alegar de bien probado, transcurrido el
cual, a instancia de la representación del Estado, y
por providencia de 10 de enero de 1910, se tuvo por
evacuado dicho trámite para la expresada parte y se
ordenó corriese igualmente el traslado para la otra
parte rebelde de D a Sofía Landi y consortes (folios
1.006 a 1.010).

En fecha de 20 de enero de 1910, el Procurador
D. José Sedeño presentó escrito interesando se le
tuviera por parte en los autos a nombre de la mar-
quesa de Campotéjar acompañando una copia de
poder bastanteado otorgado en Génova por la citada
señora ante el vicecónsul de España, con fecha 12 de
noviembre de 1909 y se le tuvo por personado en
providencia de 31 de igual mes en el estado en que se
hallaban los autos (folios 1.011 a 1.020).

Según consta al folio 1.024 de los autos, el 29
de enero de 1910, el Procurador D. José Sedeño en
nombre de la Marquesa de Campotéjar, presentó
escrito en el que formuló artículo de previo y especial
pronunciamiento, solicitando que se declarase la
nulidad de todo lo actuado desde la providencia de
29 de enero de 1908, fundamentando la petición en
los mismos hechos y citas legales que posteriormente
serían esgrimidos en el recurso de apelación contra la
sentencia y el incidente promovido en 1916, solici-
tándose en el mismo escrito, por medio de otrosí el
recibimiento a prueba, recayendo a continuación
providencia de fecha de 3 de febrero de 1910, en la
que textualmente se decía: "entréguense las copias
presentadas a las otras partes, a las que se les confiere
traslado por el término de seis días a los efectos legales
procedentes" (folio 1.042). El Abogado del Estado en
escrito de 11 febrero manifestó que, a pesar de esti-
mar improcedentes las alegaciones del escrito de la
contraria las cuales sólo revelaban la mala fe de la
misma pretendiendo con ellas eternizar el pleito, con
objeto de evitar más dilaciones con la tramitación de
otro incidente, se allanaba a que se repusieran las
actuaciones al estado que pretendía la marquesa de
Campotéjar, todo, sin perjuicio del derecho del Juz-

gado a rechazar de plano el escrito en que se promo-
vía la cuestión. El Juzgado en providencia de 25 de
febrero de 1910 (folio 1.052) acordó traer los autos a
la vista, con citación de las partes, para resolver sobre
la admisión del artículo promovido en el citado escri-
to de 29 de enero, dictando seguidamente un auto el
28 de febrero, por el que teniendo en consideración
que la diligencia practicada no era un emplazamien-
to para contestar la demanda, y que el estado de
rebeldía de la marquesa de Campotéjar era conse-
cuencia de sus propios actos, debido a la revocación
de los poderes, que ostentaba el Procurador, D. José
Sedeño, que cesó cuando otorgó nuevo apodera-
miento al mismo Procurador, declaró no haber lugar
a la admisión del artículo interpuesto por dicha
parte, contra cuyo auto y con reserva de cualquier
nulidad de que debiera conocer el Tribunal de alzada
interpuso apelación el mencionado Procurador en
representación de su parte (folio 1.063). Con ello, en
nombre de la marquesa de Campotéjar, en escrito de
4 de marzo de 1910, se dedujo por el Procurador
recurso de reforma contra la providencia de 25 de
febrero anterior, el cual una vez tramitado, fue resuel-
to mediante un nuevo auto, de fecha 15 de marzo, en
el sentido de no haber lugar a la reforma pretendida,
resolución contra la que nuevamente se apeló por la
representación de la referida parte (folio 1.057). El
Juzgado admitió en ambos efectos la apelación inter-
puesta contra el auto de 28 de febrero y en uno sólo
la deducida contra el dictado en 15 de marzo, entre-
gándose el oportuno testimonio y remitiéndose al tri-
bunal ad quem los autos originales, en lo referente a
los emplazamientos legales ocurridos (folios 1.071 a
1.075).

Recibidas las actuaciones en la Audiencia Terri-
torial de Granada y habiendo transcurrido los 3 días
que señalaba la ley 3a del título 20 del libro 11 de la
Novísima Recopilación sin personarse la parte ape-
lante, a instancias del Abogado del Estado, la Sala por
auto pronunciado el 6 de junio, declaró desierto el
recurso de apelación interpuesto contra el auto de 28
de febrero por la marquesa de Campotéjar, la que
contra esta resolución dedujo el recurso de suplica-
ción general, cuya admisión fue denegada en auto de
20 de septiembre por concederse tan sólo contra las
sentencias definitivas o contra los autos interlocu-
torios, interponiendo posteriormente contra este
último recurso de nulidad, que tampoco le fue admi-
tido, según auto de 28 de noviembre de 1910, habi-
da consideración a que dicho recurso sólo era dado
con arreglo a lo dispuesto en los números 30 y 4° del
R.D. de 4 de noviembre de 1838, contra las que eran
llamadas sentencias de revista de las Audiencias —de
revisión— o contra las ejecutorias de estos Tribu-
nales. No obstante, habiéndose interpuesto recurso
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de apelación contra el último auto citado, éste sería
confirmado, con las costas, por resolución del
Tribunal Supremo de 7 de noviembre de 1911 (folios
1.080 a 1.114).

Devueltos los autos al Juzgado, el Abogado del
Estado, en escrito de 13 de julio de 1912, solicitó
que, mediante ser firmes las resoluciones en que se
tuvieron por evacuados los traslados conferidos a los
demandados, se continuase la tramitación, y a tal fin,
se declarase concluso el juicio para sentencia, con
citación de las partes, a lo que accedió el Juzgado en
providencia de 17 de julio de 1912, llevándose a
cabo, en el siguiente día, la citación acordada (folios
1.115 y 1.116). Por su lado, el 18 de julio, la parte de
la marquesa de Campotéjar, presentó escrito, en el
que, haciendo constar que había quedado privada de
alegar de bien probado, y fundándose en la ley la,
título 14, libro 11, de la Novísima Recopilación, en
la Ley 2a del mismo título y libro, y en la regla 5 a del
artículo 48 del Reglamento provisional para la
Administración de Justicia, interesó se le entregasen
los autos para que dedujese el escrito o alegación de
bien probado o se señalase día para informar de pala-
bra al Juzgado, entregándole, al mismo fin, los autos
hasta el día de la vista, y en el mismo día 18, presen-
tó dicha parte otro escrito, en el que, basándose en las
leyes

la
 y 4a, título 3

0
, libro 11 de la Novísima

Recopilación, el artículo 4° y la regla 
la

 del artículo
48 del citado Reglamento provisional de 1835,
pidió, se tuviesen por presentados unos documentos
que juraba no haber podido tener antes, pero sin
acompañarlos al escrito, aunque después al día
siguiente, el 19 de julio, los entregó en la Secretaría
del Juzgado, recayendo sendas providencias para cada
uno de los mencionados escritos, en las que se dispu-
so no haber lugar a acordar sobre las peticiones que
en ellos se formulaban, por hallarse los autos conclu-
sos para sentencia, interponiéndose nuevamente
contra dicha providencia recurso de reposición, en
escrito presentado el 30 de julio, el cual, con oposi-
ción del Abogado del Estado, fue denegado por auto
de 16 de agosto, contra el que interpuso a su vez ape-
lación con reserva de nulidad, que tampoco le fue
admitida por el Juzgado en providencia del 21 agos-
to de 1912, por encontrarse conclusos los autos para
sentencia, y no darse tal recurso contra los autos
interlocutorios, denegándose por igual razón el
recurso de reposición interpuesto contra esta provi-
dencia en 24 de agosto, con solicitud de que en caso
contrario, se le expidiese testimonio para recurrir en
queja, con protesta de nulidad, y habiéndose presen-
tado en 30 de agosto, otro recurso de reforma contra
esta última resolución mencionada, no hubo lugar a
proveerlo por haberse dictado sentencia (folios 1.119
a 1.194, 1.200, 1.213, 1.222, 1.223, 1.232 y 1.283).

En 26 de julio de 1912, la representación de la
marquesa de Campotéjar, había presentado escrito
interponiendo recurso de reforma contra la provi-
dencia dictada por el Juzgado en 17 del mismo mes,
resolución por la que declaraba conclusos los autos
para sentencia, fundándolo en la Ley 2a, título 22, de
la Partida 3a, la práctica de los Tribunales y la doctri-
na de los expositores de derecho al que se opuso el
abogado del Estado, basado en la Ley 2a, título 15,
libro 11 de la Novísima Recopilación, que disponía
que se concluyese con sólo una rebeldía, lo que dene-
gado por el Juzgado mediante auto del 12 de agosto
siguiente, el mismo fue recurrido por la representa-
ción de la Casa de Campotéjar, que interpuso
apelación con reserva de nulidad u otro recurso com-
petente, según escrito de 16 de agosto, recayendo
providencia el 19 siguiente, no habiendo lugar a
admitirlo, como se ha dicho, por hallarse los autos
conclusos para sentencia y no darse dicho recurso
contra los autos interlocutorios. Contra esta resolu-
ción interpuso recurso de reforma, con protesta de
nulidad, la parte de la marquesa de Campotéjar, en
escrito de 22 de agosto, solicitando que, en otro caso
se le expidiese testimonio para recurrir en queja, sien-
do denegada esta petición en providencia de 23 por
hallarse conclusos los autos para sentencia y por el
propio fundamento se acordó no haber lugar al
recurso de reposición interpuesto contra esta última
providencia, en escrito de 27 de agosto (folios 1.196,
1.207, 1.209, 1.218, 1.224, 1.225, 1.226 y 1.234).

El Juzgado en 30 de agosto de 1912, dictó sen-
tencia, la cual fue notificada a las partes en forma
legal, protestando la de la marquesa de Campotéjar,
de la nulidad de las actuaciones precedentes y de la
sentencia misma, contra la que interpuso recurso de
apelación, que le fue admitido en ambos efectos ante
la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de
Granada, en providencia de 24 de septiembre, remi-
tiéndose en su virtud las actuaciones a dicho Tribunal
previos los oportunos emplazamientos (folios 1.241
a 1.331). Recibidos los autos en la Audiencia, perso-
nados la marquesa de Campotéjar y el Abogado del
Estado, y habiéndose acordado en providencia de 8
de octubre y auto de 5 de diciembre del mismo año
1912, que la tramitación se acomodara a las disposi-
ciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, en
armonía con lo establecido en el artículo 4° del R.D.
de 3 de febrero del mismo año (folio 205 del rollo),
se formó el apuntamiento y se entregaron aquellos
para instrucción a la parte apelante (folio 206 del
rollo) la que, al evacuar el traslado con escrito de 11
de agosto de 1916, además de solicitar algunas modi-
ficaciones en el extracto, la admisión de ciertos docu-
mentos que presentó y el recibimiento a prueba del
negocio en segunda instancia, por medio de otrosí, y
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amparándose en las disposiciones del artículo 859 de
la Ley de Enjuiciamiento Civil, en relación con el
1.696 del mismo texto (modificado por la Ley de 6
agosto de 1984), formuló reclamación incidental,
manifestando que se habían cometido en el procedi-
miento en primera instancia las siguientes faltas que
daban lugar al recurso de casación por quebranta-
miento de forma con arreglo a lo establecido en los
números 1°, 2

0
, 4° y 5° del artículo 1.693 de la Ley

de Enjuiciamiento Civil (modificado por la Ley de 6
de agosto de 1984): l a haberse admitido la persona-
lidad del Promotor Fiscal del Distrito del Salvador de
esta Ciudad y después la del Abogado del Estado en
representación de la parte actora; 2 a haberse hecho
saber por medio de edictos insertos en el Boletín
Oficial de la Provincia y Gaceta de Madrid, a la mar-
quesa de Campotéjar, como si fuese persona de
domicilio desconocido, que se personase en los autos
por medio de nuevo Procurador, que sustituyera a
D. José Sedeño, cuyos poderes, habían sido revoca-
dos, apercibiéndola de declararle rebelde, apercibi-
miento que, no habiendo comparecido, se llevó a
efecto, privándola de que evacuase el traslado de ale-
gar de bien probado; y 3 a, que habiendo compareci-
do su parte en los autos con posterioridad, no se
accedió a concederle un término prudencial para
deducir el escrito alegando de bien probado, o seña-
larle un día para informar de palabra, ni haberse
admitido la presentación de varios documentos,
denegándose los recursos deducidos contra las provi-
dencias denegatorias y contra la dictada en 17 de
julio de 1912, en la que se acordó la conclusión de
los autos y se mandaron traer estos a la vista para sen-
tencia. Ante tales faltas y para su debida subsanación
la parte de la marquesa de Campotéjar solicitaba que
se decretase la nulidad de todo lo actuado desde la
personación del Ministerio Fiscal en 15 de febrero de
1869, en su caso desde la providencia de 29 de enero
de 1908, o en último término, desde la de 17 de julio
de 1912 y se acordase la reposición de los autos al
estado que tenían en aquellas fechas.

Por su parte, los motivos alegados fueron basa-
dos en el recurso por la representación de la Casa de
Campotéjar en los siguientes fundamentos: frente al
primero, que la demanda base inicial del pleito, no
podía sufrir alteración en cuanto a la persona que
pedía, y determinándose en ella que la reivindicación
se proponía a nombre del Patrimonio privado de
S.M., no debió admitirse la representación del
Ministerio Fiscal, porque si bien por disposición del
Gobierno provisional se confió a dicho Ministerio y
después a los Abogados del Estado, la representación
de los bienes que fueron del Patrimonio de la Corona
y que se vertieron a la Nación, estos bienes no fueron
los privativos de los monarcas, respecto a los que los

reyes tenían su personalidad civil, y además, por el
hecho principal de que dichos bienes privados, al
tiempo de la revolución de 1868 cuando se desterró
a la reina Isabel 2 a, se confiaron a una comisión o
consejo, nombrándose administrador de la Alham-
bra a D. Linio Dávila Zea, al que en todo caso hubie-
ra cabido esa representación.

En relación con el segundo motivo, se alegó que
el exhorto librado para el emplazamiento de la mar-
quesa de Campotéjar, fue dirigido en su día a la auto-
ridad judicial de Pegli (Italia), sin acompañar cédula
alguna de emplazamiento, notificación ni requeri-
miento y sin más determinación de la identidad de la
persona a quien se había de requerir que la de
"Señora Marquesa de Campotéjar", por lo que fue
indebida y nula, pues era de tener en cuenta que la
residencia, en efecto, de Doña Teresa Pallavicini,
marquesa de Campotéjar, era la nombrada quinta
Pallavicini, en cuyos terrenos está enclavada la esta-
ción férrea de Pegli, por lo que siendo dicha quinta
conocidísima y estar muy cerca de Génova, a donde
se dirigieron todos los emplazamientos y citaciones
hechos en el pleito y siendo también allí donde se
otorgaron todos los poderes que obraban en autos, el
exhorto debería de haber ido dirigido a Génova,
expresando que se trataba de Da Teresa Pallavicini,
ésta se habría encontrado a buen seguro, aunque no
se hubiera podido practicar el emplazamiento ni
requerirla por falta de cédula, motivo éste por el que
se promovió el incidente de nulidad de actuaciones
con respecto a estos hechos, que a pesar de ser admi-
tido y conferirse traslado del mismo por providencia
de 3 de febrero de 1910, por el juzgado se trajeron los
autos a la vista por providencia de 29 de febrero de
1910, a pesar de que el Abogado del Estado manifes-
tó que se allanaba a que se repusieran las diligencias
al estado que pretendía la demandada y estar solici-
tado el recibimiento del pleito a prueba. Para ello el
Juzgado dictó auto —y no sentencia como parecía
procedente y puso de manifiesto la representación de
la Casa de Campotéjar—, declarando no haber lugar
a la admisión del citado incidente, lo que llevó a la
Casa de Campotéjar a interponer distintos recursos,
admitiéndose los de apelación en un solo efecto, sien-
do más tarde declarados desiertos por no haberse per-
sonado ante el tribunal ad quem, dentro de los tres
días que señalaban la Novísima Recopilación de
Leyes y el R.D. de 4 de noviembre de 1838, por lo
que no pudo recaer fallo ejecutorio de la Audiencia
acerca de las nulidades cometidas, no pudiendo el
Tribunal Supremo admitir el recurso al tratarse de
sentencia definitiva y ser posible la continuación del
pleito y la subsanación de la falta, mediante el inci-
dente que se planteaba. Frente a este motivo de nuli-
dad fue invocada la regla 3a del artículo 48 del
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Reglamento provisional para la Administración de
Justicia de 26 de septiembre de 1835, la práctica de
los Tribunales, la doctrina de los expositores del
Derecho procesal anterior a 1855, y como supleto-
rios, los artículos 339 y 341 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil de 9 de octubre de 1855 y las
disposiciones del título 3

0
, libro 2° de la de 1881 y

señaladamente su artículo 
745.10

y las leyes del títu-
lo 16, libro 11 y la 23, título 20 del mismo libro de
la Novísima Recopilación y la ley 2a, título 22 de la
Partida 3a , que se ocupaban de las sentencias interlo-
cutorias sobre algún artículo que hiciere perjuicio en
el pleito principal, la regla 2 a del artículo 48 del cita-
do Reglamento provisional, que ordenaba que fuesen
precisos y perentorios los términos de las leyes reco-
piladas, las leyes 12 y 13, título 14, libro 11 de la
Novísima Recopilación, según las cuales el emplaza-
miento aquende los puertos era por término de 30
días y allende los puertos de 40, habiendo facultad
para prorrogarlo, según la ley 2 a , título 1° del proe-
mio del título 10, la ley l a título 19 de la Partida 3a
y las leyes 12 y 13 del título 4° y la, título 70 libro 11
de la Novísima Recopilación, que enseñan la dife-
rencia que existía entre los términos de emplaza-
miento y de contestación, de todo lo cual se deducía
de manera evidente para la representación de
Campotéjar, que los dos proveídos de 29 de enero de
1908 y 22 de octubre de 1909, eran nulos por haber-
se fijado un término distinto del legal, acudiéndose al
edicto por el defecto de que no se le había podido
citar a la Marquesa en razón a no haberse consigna-
do su nombre en el exhorto librado, y por no haber-
se acompañado la cédula o carta de emplazamiento
como exigían las leyes, l a , 12a y 14a del título 3°,
libro 11 de la Novísima Recopilación, los artículos 1,
2 y 3 de la Ley de 4 de junio de 1837, cuyo prece-
dente había que encontrarlo en la ley l a , título 7° de
la Partida 3 a y los artículos 132 al 150 del Código de
Procedimientos de Italia, sin que cupiese discutir el
alcance del llamamiento, que no era más que una
citación o emplazamiento, como expresamente se
reconoció de contrario, juzgándose sin embargo por
una rebeldía. Como complemento de esta cuestión,
por la representación de la Casa de Campotéjar se
invocaba además el artículo 300 de la vigente Ley de
Enjuiciamiento Civil, la Real Orden de 12 de febre-
ro de 1853 continuación de la de 21 de enero del
mismo año, el Real Decreto de 17 de noviembre de
1852 y la Real Orden de 23 de junio de 1860,
además de advertirse por dicha parte, que en la tra-
mitación del incidente se infringieron los artículos
749 y 752 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y el pre-
cepto del derecho de que el allanamiento de las par-
tes hacía imposible que el Juzgado desestimara sus
pretensiones.

Con respecto al tercero de los citados motivos,
la nulidad de las actuaciones practicadas desde la pro-
videncia de 17 de julio de 1912 por haber negado el
Juzgado la solicitud deducida de que se le entregasen
los autos por un término prudencial para alegar de
bien probado o se señalara día para informar de pala-
bra, se alegó por la representación de la Casa de
Campotéjar, la contravención de las disposiciones de
la Ley l a , título 14, libro 11 de la Novísima Reco-
pilación y la regla 5 a del artículo 48 del Reglamento
de 26 de septiembre de 1835, dado que el juzgado
denegó la admisión de los documentos presentados
con el escrito de 17 de julio de 1912, infringiendo las
leyes l a y 4a del título 3

0
, libro 11 de la Novísima

Recopilación, el artículo 4 del citado Reglamento, la
regla la del artículo 48 del mismo y la doctrina de los
tratadistas, así como por haberse infringido, además,
los preceptos contenidos en los artículos 377 y
siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, al
rechazar el Juzgado los recursos de reposición, apela-
ción y queja que interpusieron, no dando lugar a que
las faltas se subsanaran, colocando a la parte de la
marquesa de Campotéjar, la demandada, en clara
indefensión.

La Sala en providencia de 5 de septiembre de
1916 (folio 228 del rollo), tuvo por promovido el
mencionado incidente y con suspensión del curso de
los autos en lo principal, confirió traslado al Abogado
del Estado, el cual lo evacuó oponiéndose a él, solici-
tando fuese desestimado con declaración de la validez
de todo el procedimiento, e imposición de las costas
a la parte que lo ha promovido por su evidente teme-
ridad, toda vez que entendía que se trataba de uno de
los innumerables incidentes promovidos por la
demandada para dilatar el fallo del pleito, alegando
para ello con respecto al primer motivo de nulidad
que aducía, que se trataba de una cuestión de perso-
nalidad que había sido resuelta por el Juzgado y con-
firmada por la Audiencia en vista y revista, y como
quisiera que el párrafo último del artículo 859 de la
Ley de Enjuiciamiento Civil a cuyo amparo formula
su solicitud la marquesa de Campotéjar, prohibía —y
prohíbe— la reproducción de las pretensiones a que
dicho artículo se refiere, cuando hayan sido desesti-
mados por fallo ejecutorio de la Audiencia, era evi-
dente que debía denegarse la solicitud incidental
deducida por el expresado motivo, sin que fuese
exacta la afirmación hecha por la parte adversa de
que la Audiencia no había desestimado la pretensión
en cuanto al fondo, sino tan sólo en la forma, pues-
to que interpuestos contra la resolución del Juzgado
los recursos de nulidad, y apelación, aquél relativo a
la forma y éste al fondo, fueron resueltos ambos,
declarando no haber lugar al primero y confirmando
el auto apelado por lo que se refería al segundo.
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Asimismo, por la Abogacía del Estado se aducía que
aun en el caso de que hipotéticamente se aceptara
que se podía reproducir la pretensión de nulidad en
esta segunda instancia, habría que convenir en la falta
de fundamento de la cuestión planteada en el fondo,
puesto que en el número 8° de la Ley de 12 de mayo
de 1865 y lo mismo en las posteriores de 1869 y
1876 entre los bienes que constituían el Patrimonio
de la Corona se incluía la Real Fortaleza de la
Alhambra, de la que dependía y formaba parte el
Generalife, y demás propiedades, objeto del pleito, y
por tanto quien podía legalmente personarse era el
Fiscal, conforme a lo resuelto por el Ministerio de
Gracia y Justicia del Gobierno Provisional.

Por lo que respecta al segundo de los motivos de
nulidad alegados la Abogacía del Estado manifestó,
que tampoco podía reproducirse esta pretensión en el
presente momento procesal por la prohibición esta-
blecida en el último párrafo del citado artículo 899,
ya que contra lo resuelto por el Juzgado en este
punto, interpuso la parte contraria recursos de apela-
ción que fueron declarados desiertos por auto de la
Audiencia de 6 de junio de 1910, siendo indudable
que para todos los efectos legales, igualmente se
resuelve una apelación al hacerlo sobre su fondo, que
cuando se declare desierta por falta de personación
del apelante; pero aun aceptando en hipótesis, toda-
vía habría estado desprovista de razón y fundamento
la nulidad solicitada por la Casa de Campotéjar, en
razón a que el plazo de 20 días concedido a dicha
parte era discrecional y no existiendo ninguna ley
que señalase otro plazo distinto para el caso de que se
trata, ya que las leyes alegadas por el apelante no eran
aplicables toda vez que las del título 4°, libro 11 de la
Novísima Recopilación se referían con claridad a los
emplazamientos hechos para comparecer en los au-
tos, según se deduce del lugar en que estaban coloca-
dos en el texto legal, entre el título que trataba de las
demandas y los que se ocupaban de los asentamien-
tos y contestaciones. A pesar de lo dicho, la Abogacía
del Estado, todavía señalaba para más abundamien-
to, que aún podría prorrogarse o reducirse el plazo
conforme a lo dispuesto en la ley 12 del mismo títu-
lo y libro de la Novísima Recopilación. Tanto igual
ocurría para la Abogacía del Estado, respecto de otros
vicios del procedimiento alegados, dado que a la
marquesa de Campotéjar se le buscó en su residencia
en Italia, y por el título con que ella se personó e
intervenía en los autos —nombre y dirección— no
habiendo infracción del artículo 300 de la ley de E.
Civil por cuanto el exhorto se tramitó por la vía
diplomática y, si se hizo la citación en los periódicos
oficiales, fue por no haber sido encontrada en el lugar
que había manifestado ser su residencia. Pero tampo-
co lo fue por falta de la cédula o carta de em-

plazamiento: 1° porque las leyes de la Novísima
Recopilación que exigían esta cédula, sólo eran apli-
cables a emplazamientos, distintos a los del supuesto
de autos, y 2° por no haberse llegado a realizar la
citación, en persona, aparte de que aun aceptando
que existiera alguna de las nulidades alegadas, por su
irrelevancia, no impedirían que la sentencia dictada
fuera válida, conforme a lo previsto en la ley 2a, títu-
lo 16, libro 11 de la Novísima Recopilación; y por lo
que hacía relación a las infracciones que se suponían
cometidas en la tramitación del incidente que pro-
movió la parte demandada alegando la nulidad obje-
to de este segundo punto, su improcedencia se
demuestra, al considerar que las citas legales a las que
hacía referencia el apelante eran de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil, cuando el pleito se seguía en prime-
ra instancia con arreglo a la normativa anterior, de
modo que lo que el Juzgado acordó, y pudo hacerlo
legalmente, a pesar del allanamiento de la deman-
dante, fue no admitir el incidente, cosa bien diferen-
te de haberlo desestimado.

En cuanto al tercero de los motivos alegados por
la representación de la Casa de Campotéjar, por la
Abogacía del Estado se hizo constar, que no podía
fundarse en ello nulidad alguna, en atención a que las
leyes de los títulos 3° y 14° de la Novísima Reco-
pilación, que se citaban en apoyo de la solicitud,
estaban subordinadas a los preceptos del título 15 de
la misma colección legal y especialmente a lo expre-
sado en su ley 3a, que textualmente decía "porque los
pleitos se abrevien y cesen las dilaciones en ellos", y a lo
establecido en la ley 34, título 16, de la Partida 3a,
según la cual los Jueces debían rechazar todas las
pruebas propuestas por las partes una vez declarada la
conclusión de los autos, lo que no pudo ser de otro
modo, dado que gramatical, jurídica y lógicamente el
efecto de declarar los autos conclusos para sentencia
tenía que ser el de que queden terminadas todas las
alegaciones y pruebas para que el Juez pudiese dictar
sentencia, y admitir doctrina contraria, equivaldría a
hacer imposible la terminación de los pleitos (folio
244 del rollo).

Conferido traslado del incidente a las partes
constituidas en rebeldía, se tuvo por evacuado a ins-
tancia del Abogado del Estado. Recibido a prueba el
incidente a instancia de la parte del Marqués de
Campotéjar (folio 251 del rollo), transcurrió el tér-
mino y su prórroga, sin que se articulara ninguna, y,
en su virtud se mandó en providencia de 1 de
diciembre de 1916 (folio 258 del rollo) proceder a la
vista de dicho incidente con citación de las partes, la
cual se llevó a efecto en 12 del mismo mes habién-
dose interesado por la representación del marqués de
Campotéjar que se celebrase vista pública (folio 259
del rollo), la cual tuvo lugar con posterioridad, tras la
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formación del apuntamiento de fecha de 30 de
diciembre de 1917, quedando los autos conclusos
para su resolución.

LA TERMINACIÓN DEL PROCESO

Tras la complejidad procesal descrita, lo cierto
es que entre 1918 y 1920 la situación litigiosa era tal,
que los marqueses de Campotéjar, anunciados por
su mandatario y representante legal, Giovanni
Panicciotti, de las dudosas posibilidades de prosperar
que tenían sus pretensiones tras los contundentes
pronunciamientos de la sentencia del Juzgado del
Distrito del Salvador, de 30 de agosto de 1912 (18),
entendieron la necesidad de poner fin al largo proce-
so que iba ya para el siglo de duración, en el que
incluso habían recaído ya, antes de la sentencia defi-
nitiva de la primera instancia, dos sentencias inci-
dentales del Tribunal Supremo, además de otras
numerosísimas resoluciones judiciales dictadas en
una serie casi interminable de recursos, tal y como
hemos visto. Conforme a ello, estando el pleito pen-
diente de resolución de la apelación y de nueva tra-
mitación ante la Audiencia Territorial de Granada,
Giaccomo Filippo Durazzo Pallavicini, marqués de
Campotéjar, ordenó a su mandatario Giovanni
Panicciotti que negociase con el Estado español la
conclusión del litigio por vía transaccional, ofrecien-
do un justo acuerdo. En este sentido las negociacio-
nes fueron llevadas a cabo por tal representante,
según el poder especial otorgado por la princesa
Giustiniani Durazzo Pallavicini el 3 de mayo de
1921 ante el notario de Génova Virginio Podestá,
adverada y protocolizada ante el cónsul de España en
dicha ciudad, Enrique Gaspar el 17 del mismo mes,
por la que en nombre propio y de su esposo (éste le
había concedido su representación general en otra
escritura pública de fecha 27 de junio de 1918, en
Pegli, en la Villa Durazzo Pallavicini, otorgada por
Gracia del Rey de Italia Víctor Manuel III, ante el
mismo notario antes citado, actuando como testigos
el Doctor César Rebora, medio cirujano e hijo del
difunto Antonio Rebora, y Luis de Negri, hijo del
difunto Fortunato de Negri), otorgaba poder especial
y bastante a Giovanni Panicciotti para llevar a cabo la
negociación, en cuya virtud el 26 de mayo de 1921,
se entablaron los oportunos contactos con el enton-
ces Ministro de Hacienda, Sr. Cambó, mediante ins-
tancia dirigida por Panicciotti en la que le ofrecía, en
nombre de sus mandatarios y de los colitigantes
señores de Landi, por haber recaído en aquellos todos
los derechos sobre los bienes litigiosos, la conclusión
transaccional del pleito según las condiciones que
abreviadamente después se dirán.

Recibida la propuesta e iniciada la correspon-
diente tramitación administrativa, previo informe
favorable de la Dirección General de lo Contencioso
del Estado y del Consejo de Estado, el Gobierno de
la nación aprobó mediante Real Decreto de 23 de
agosto de 1921, publicado en la Gaceta de Madrid el
25 del mismo mes, la celebración del contrato tran-
saccional que habría de ajustarse a las condiciones
expresamente establecidas en dicho Decreto, en el
que también se nombraba como alto dignatario del
Estado español para la conclusión del negocio de
transacción al Ilmo. Sr. D. Juan Díaz y de la Sala,
Director General de lo Contencioso. Realmente, en
el mencionado Real Decreto, no se hacía más que
aceptar las condiciones ofrecidas y negociadas con la
Casa de Campotéjar, de la que es justo decir que ofre-
ció una salida bastante razonable. Es de resaltar el
contenido del apartado segundo de la escritura de
transacción en el que expresamente se hace constar
que: `jamás entró en los propósitos de los actuales
Marqueses de Campotéjar ni en los de sus ilustres ante-
cesores sostener un pleito injusto y si lo seguían no lo era
con temeridad y mala fe sino con el firme convenci-
miento de su derecho, fundándose en los documentos por
ellos mismos presentados a los que acaso su desconoci-
miento del idioma español les inducía a dar un valor
que el juzgado consideró equivocado y quizá también
porque la permanencia de los bienes en poder de la Casa
durante siglos, desde el año 1537, era un motivo racio-
nal para suponer la realidad de su pretensión, pero desde
el momento en que la sentencia dictada por el juzgado
de Primera Instancia del Distrito del Salvador de
Granada con fecha 30 de Agosto de 1912 declarara lo
contrario, el Sr. D. Giovanni Panicciotti en nombre del
Excmo. Sr. Marqués de Campotéjar, en instancia diri-
gida al Excmo. Sr. Ministro de Hacienda de 26 de
Mayo último propuso la transacción del indicado pleito
exclusivamente a nombre del mismo Marqués y no de los
colitigantes los señores de Landi por haber recaído en
aquél todos los derechos sobre los bienes litigiosos... ".

El contrato transaccional fue celebrado ante el
notario de Madrid D. Cándido Casanueva y Gorjón
que actuó en sustitución de su compañero D.
Camilo Ávila y Fernández de Henestrosa, que fue el
notario designado para el otorgamiento de la escritu-
ra pública, la cual debidamente otorgada en fecha 6
de septiembre de 1921 quedó custodiada en su pro-
tocolo con el número 805. El acuerdo fue concluido
en los siguientes términos:

Por el Marqués de Campotéjar se consen-
tiría en todos sus términos la sentencia
pronunciada por el Juzgado del Salvador el
30 de octubre de 1912, comprometiéndo-
se el mismo a desistir de la apelación inter-
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puesta contra la misma ante la Audiencia
Territorial de Granada.

2. El Marqués de Campotéjar entregaría al
Estado español los siguientes bienes y dere-
chos: el Generalife, sus huertas, jardines,
dehesas y cuantos terrenos y edificios cons-
tituían el Real Sitio del Generalife inclui-
das las tres fincas a él agregadas mediante
compraventas efectuadas a D. Francisco
García Sánchez Navas y su mujer Da Ra-
faela Buendía, según escritura otorgada
ante D. Juan Afán de Ribera el 10 de

noviembre de 1778 y a D a Carmen Quero
en 7 de octubre de 1858, por escritura otor-
gada ante el notario D. Manuel Amaro.

3. Por su parte el Marqués de Campotéjar
cedería también todos los cuadros y obje-
tos de arte existentes en el palacio del Ge-
neralife, los cuales quedaron debidamente
detallados en un anexo a la escritura públi-
ca, con excepción de los retratos existentes
en la Sala de los Granada por ser retratos
de familia, los cuales quedaron igualmen-
te detallados en la mencionada escritura
transaccional (19). ^.-

4. El Marqués hacía donación espontánea y
graciosa de la finca llamada Casa de los
Tiros sita en la calle Pavaneras número 19,
sobre la cual pesaba un censo consignativo
a favor del Hospital de la Caridad y
Refugio de la ciudad de Granada por un
canon anual de 90 pesetas y 75 céntimos
anuales, que debidamente capitalizado al
cincuenta por ciento arrojó una cantidad
de 1815, con la expresa mención de que el
Estado instalase en la mencionada Casa de
los Tiros un museo, archivo o institución
análoga de "interés para la cultura intelec-
tual o artística de España".

5. El Marqués de Campotéjar cedería gratui-
tamente al Estado Español aquellos docu-
mentos de su archivo que se refiriesen al
Generalife y todos aquellos que, a juicio de
la representación de la Casa, no fuesen de
interés exclusivo para ella y pudieran ser
útiles para la Historia o el Arte españoles.

S. Finalmente el Marqués de Campotéjar
asumía el pago de las costas del proceso
con exclusión de los honorarios devenga-
dos por los Abogados del Estado. Asimis-
mo, apelaba a la benignidad del Estado
español, rogando a sus representantes tu-
viesen a bien conservar en sus cargos, en
tanto cumpliesen, a los antiguos y leales
servidores: Jacinto Moreno, portero del

Generalife, y Miguel Ibáñez, jardinero
del mismo, que percibían modestas re-
tribuciones".

Por su parte el Estado español aceptó las cues-
tiones anteriormente señaladas y expresamente se
comprometía a:

1. Reconocer a la Casa de Campotéjar la titu-
laridad de la finca de los Alixares y de la
Huerta del Pino, situada esta última como
vimos, en la ribera del Genil, estando atra-
vesada por la acequia Gorda.

2. Permitir a los marqueses de Campotéjar la
recolección de los frutos y cosechas del año
agrícola en curso prestando todo "el apoyo
moral y material necesario para la entera
satisfacción y cobranza de los créditos
habidos".

3. Respetar los arrendamientos existentes so-
bre los bienes litigiosos en los términos en
que fueron celebrados, siendo de cuenta
del Estado las indemnizaciones a las que
por los mismos hubiese lugar para el caso
de que el mismo instase la resolución anti-
cipada de aquellos.

4. En relación con la Casa de los Tiros, el
Estado se comprometía a conceder un
plazo hasta final de 1921 para desalojar
dicho inmueble y para que los represen-
tantes de la Casa de Campotéjar buscasen
otro inmueble en el que establecer las ofi-
cinas de administración de su patrimonio y
su vivienda.

5. Finalmente, de acuerdo con el ruego reali-
zado en las negociaciones por los señores
marqueses de Campotéjar, por los buenos
oficios del Gobierno, por S.M. el Rey D.
Alfonso XIII fue concedido a los mismos,
para sí y sus descendientes, el título de
Marqueses del Generalife con grandeza de
España.

Por lo demás como consecuencia de la transac-
ción ambas partes daban por saldadas y finiquitadas
todas las cuentas entre el Estado y la Casa de
Campotéjar sin que el uno ni la otra tuviesen en lo
sucesivo derecho alguno a reclamar indemnización
alguna por cualquier concepto relativo a la alcaldía y
bienes del Generalife, no habiendo tampoco lugar a
responsabilidad alguna por la habilitación de títulos
para la inscripción en el Registro de la Propiedad,
siendo de cuenta y cargo de cada una de las partes
dicha habilitación, por lo que se refiriera a los bienes
que respectivamente hubiesen de quedar en poder de
cada uno de ellos.
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LA TRADICIÓN:
EL ACTO DE ENTREGA DE LA POSESIÓN

Aun así, la cuestión que durante casi un siglo
había enfrentado al Estado español con la Casa de
Campotéjar no había terminado, a pesar de la desa-
parición del litigio al haberse pactado su conclusión,
pues todavía era necesaria la tradición de la posesión
sobre los bienes. De conformidad con las previsiones
del Real Decreto de 23 de agosto de 1921, en base al
art. 1.462 del Código Civil, a las nueve de la maña-
na del día 2 de octubre de 1921 tuvo lugar la cele-
bración de un acto solemne de entrega de la posesión
de los bienes referidos por la Casa de Campotéjar y
Pallavicini al Estado Español que fue celebrado en el
Generalife y del que fue levantada acta por el notario
del Colegio de Granada y Secretario del mismo D.
Luis Felipe Campos de los Reyes, la cual quedó
incorporada a su protocolo con el número 672. A
dicho acto concurrieron los representantes de la Casa
de Campotéjar, encabezados por el Sr. D. Giovanni
Panicciotti, y del Estado y el Gobierno español, que
estuvo representado por medio del Excmo. Sr.
Secretario de Hacienda, D. Juan Bertrán y Musitu y
por el Ilmo. Sr. Director General de lo Contencioso,
D. Juan Díaz y de la Sala. Asimismo, concurrieron al
acto el resto de autoridades provinciales y locales y
comisiones y representaciones de los centros científi-
cos y literarios.

Señala el acta que constituida la mesa bajo la
presidencia de los representantes señalados, a los que
se les unió el Excmo. Sr. Gobernador Civil de la
Provincia, D. Luis Tolrá Cálice, se dio la palabra al
representante de los Marqueses de Campotéjar quien
hizo breve alocución sobre la entrega de los palacios
y jardines del Generalife, la cual realizó por medio de
la entrega material y simbólica de sus llaves (traditio
simbólica). A continuación habló el Subsecretario de
Hacienda: "en términos laudatorios del acto que se rea-
lizaba y de la notable actuación de la Casa de
Campotéjar en favor de la salvaguarda del monumento

frente al ancestral desinterés que en materia artística
caracterizó a algunas generaciones precedentes... dando
las gracias en nombre de la nación española', como
expresamente dice el acta. A continuación levantán-
dose y tomando la palabra nuevamente, el Sr. D.
Giovanni Panicciotti, dio lectura a un telegrama de
su ilustre representada, en la que ésta daba las gracias
por haberle sido concedido el título nobiliario de
marquesa del Generalife con Grandeza de España. A
continuación se dio por concluido el acto en el
Generalife, trasladándose todas las autoridades pre-
sentes a la Casa de los Tiros, donde se daría por fina-
lizado el acontecimiento (20).

Tal y como se estipuló en el apartado trece de la

escritura de transacción, en recuerdo del que dio en
llamarse Pleito del Generalife y del acto solemne de su
entrega, celebrado el día 2 de octubre de 1921, fue-
ron colocadas sendas lápidas, en el Generalife, en la
alcoba derecha del pórtico Sur del Patio de la
Alberca, y en la Casa de los Tiros, en el zaguán de
entrada, tras la puerta principal; en ambas se hace
constar la entrega de dichos monumentos, y de sus
anexos y derechos inherentes, por los marqueses de
Campotéjar al Estado español; en dichas lápidas,
como resumen del proceso y del presente estudio,
dice:

El día 2 de octubre de 1921, en cumplimiento de la transacción
aprobada para poner término al pleito sostenido entre, el Estado y
los Marqueses de Campotéjar,  alcaides perpetuos del Generalifi, se
hizo entrega del Palacio y terrenos del mismo al Excmo. Sr.
Subsecretario del Ministerio de Hacienda D. José Bertrán y
Musitu en representación del Estado, por el apoderado de dicha
Casa de Campotéjar Sr. D. Giovanni Panicciotti en solemne acto
público al que asistieron Autoridades, Corporaciones y altas
Personalidades granadinas.

NOTAS hh.

Por lo que interesa al presente trabajo, el art. 2.182 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil, su Disposición Final, establece cómo
"quedan derogadas todas las Leyes, Reales Decretos, Regla-
mentos, Ordenes y Fueros en que se hubiesen dictado reglas
para el Enjuiciamiento Civil", excepción hecha de las "reglas
de procedimiento civil establecidas por la Ley Hipotecaria de
1861 y demás leyes especiales". A pesar de la entrada en vigor
de la Ley de Enjuiciamiento Civil el día 1 de abril de 1881, de
conformidad con el art. 2 del Real Decreto de 3 de febrero de
1881 (Gaceta núms. 36 a 53, de 5 a 22 de febrero; corrección
de errores en Gacetas núms. 64, de 5 de marzo; ver art. 3 de la
Ley de Bases de 21 de junio de 1880, para la reforma del
Enjuiciamiento Civil; Gaceta núm. 36, de 5 de febrero de
1881), podremos observar cómo bastantes años después de la
entrada en vigor de la L.E.C. continuaron aplicándose en el
pleito contra la Casa de Campotéjar las disposiciones de la
legislación anterior, principalmente la Ley de las Siete Partidas,
la Novísima Recopilación de Leyes de 1805, el Real Decreto
de 4 de Noviembre de 1838 y el Reglamento Provisional de
1835, consecuencia de lo dispuesto en los arts. 3 y 4 del Real
Decreto de 3 de febrero de 1881. Dichos preceptos establecían
cómo "los pleitos pendientes al momento de la entrada en
vigor de la nueva ley, continuarían sustanciándose en la ins-
tancia en que se hallaren, conforme a la legislación anterior,
salvo acuerdo expreso entre los litigantes de acomodarse a la
nueva ley". En el proceso del Estado español contra la Casa de
Campotéjar, el acuerdo entre las partes de acomodar la trami-
tación a la disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil
tuvo lugar tras la conclusión de la primera instancia al tiempo
de sustanciarse la apelación contra la sentencia del Juzgado del
Distrito del Salvador (folio 205 del rollo de apelación), en
comparecencia celebrada en octubre de 1912, resolviendo lo
procedente mediante providencia de 8 de octubre y auto de 5
de diciembre de 1912.

2. Justo es reconocer que en el ámbito de los estudios de la parte
especial del Derecho Penal, sí suele ser más frecuente el estu-
dio de ciertos sucesos con posterior relevancia jurídica que
ocurrieron en el pasado, principalmente desde los plantea-
mientos de la ciencia de la Criminología.



3. En el archivo de la Real Chancillería de Granada no han podi-
do localizarse todos los documentos referentes al proceso; por
ejemplo, no ha sido localizado el libro de sentencias corres-
pondiente al Juzgado del Distrito del Salvador, por lo que el
estudio de la sentencia que puso fin a la primera instancia, no
ha podido hacerse con toda la minuciosidad y rigor que habría
sido exigible, teniendo que reconstruirse en sus pronun-
ciamientos fundamentales, por otras fuentes y documentos
disponibles. No quiere decir con ello que no exista el mencio-
nado libro en el Archivo, sino simplemente que no ha podido
hallarse entre sus fondos documentales, entre los que sin duda
se encontrará algún día, cuando concluya —esperemos que sea
pronto— su catalogación.

4. RODRIGO, Antonina, Memorias de Granada. Barcelona,
Plaza y Janés, 1984, pp. 32-34.

5. La familia Pallavicini es una antigua familia feudal italiana,
conocida también como Pelavicino, titular del homónimo
estado feudal hasta el siglo XVI. Tuvo su origen en Oberto 1,
muerto en 1148, partidario del emperador Enrique V, quien
en 1143 dividió sus posesiones feudales, dando origen a dos
ramas principales: la lombarda y la genovesa. La rama lombar-
da principió con Guglielmo I, quien murió en 1162, y por lo
que a nosotros interesa en este estudio, continuó con Oberto
II y otros ilustres hombres como Manfredino el Piadoso,
Visconte y Orlando 1 el Magnífico. La rama genovesa princi-
pió con Alberto el Greco, subdividiéndose en varias líneas,
dando nombres ilustrísimos para la historia medieval italiana y
europea del momento, como Gian Francesco, gobernador de
Génova muerto en 1478; militares como Cristóforo y eclesiás-
ticos como Antonio Gentile, que estuvo a punto ser Papa a
finales del siglo XV. Otros palavicinos genoveses destacados
fueron, Pietro Sforza, Lazzaro Opizio, que desempeñó el cargo
de nuncio del Vaticano en los reinos de Nápoles y España en
el siglo XVIII; Giorgio Guido y Gian Carlo, Dux de Génova
de 1785 a 1787, antecesor directo de María Catalina Grimaldi
Granada Gentile y de la princesa Giustinniani.
Por su parte la familia Durazno es oriunda de Génova, a la que
dio varios Dux, como Giacomo (1573-1576), Pietro 1(1619-
1621), Giambattista (1639-1641) y más recientemente duran-
te la república ligur Girolamo (1802-1805), entroncado con
Pietro Grimaldi y Giaccomo Fillippo Durazzo Pallavicini.
Finalmente, la familia Grimaldi es también perteneciente a la
nobleza genovesa del partido güelfo. El nombre apareció por
primera vez en un documento de 1158 y un Grimaldo
(Grimaldus) fue gobernador de Mónaco por Génova en 1219.
El bisnieto del anterior, Rainiero I, al ser expulsado de Génova
se refugió en Mónaco, de donde fue el primer señor. El último
representante masculino legítimo de la casa fue Antonio 1
(1667 -1731), quien casó a su hija menor Luisa Hipólita con
Jaime Francisco Leonor de Goyón-Matignon (1689-1751),
conde de Thorigny, duque de Valentinois, que tomó el
nombre y las armas de los Grimaldi y fue príncipe de Mónaco
de 1731 a 1733. La hija mayor había contraído matrimonio
en 1720 con Luis de Gante de Mérode de Montmorencey.
Esta segunda casa Grimaldi, a la que pertenecía Pietro
Grimaldi y que estaba vinculada con las anteriores Durazzo-
Pallavicini, siendo por tanto a las que pertenecía la mar-
quesa de Campotéjar María Catalina Grimaldi Granada
Gentile y su sucesora María Teresa Magdalena Josefa Ignacia
Luisa Pallavicini; ésta se extinguió en 1949 con la muerte de
Luis II, príncipe de Mónaco, quien fue sucedido, apareciendo
así la tercera casa Grimaldi, con el actual príncipe Rainiero III,
hijo de Carlota Grimaldi y Pedro de Polignac, quien sucedió a
su abuelo Luis.

6. Defensa que aún persiste en iguales términos que la realizada
históricamente del Patrimonio de la Alhambra y Generalife,
pues recientemente en sesión de fecha 21 de octubre de 1997
por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía fue
adoptado el Acuerdo de fecha 16 de octubre de 1997 (Acta de

Sesiones núm. 38) por el que se autorizaba al Gabinete
Jurídico de la Junta de Andalucía a interponer demanda de
desahucio por precario contra el poseedor de la casa Astassio-
Bracamonte, enclavada en el corazón mismo del recinto del
Partal, en manos privadas desde el siglo XVI.

7. MORENO OLMEDO, María Angustias, Catálogo de/Archivo
Histórico de la Alhambra. Granada, Servicio de Publicaciones
del Patronato de la Alhambra y Generalife, 1994.

8. Todos los números que a continuación se citan se refieren al
Catálogo del Archivo Histórico de la Alhambra de María
Angustias Moreno Olmedo.

9. Precisamente es en estos dos matrimonios donde puede apre-
ciarse el entronque de los Granada-Venegas con los vizcondes
de Rías y con los marqueses de Casablanca. En el patio de la
casa-palacio de los marqueses de Casa Blanca, en la calle
Pavaneras de Granada, pueden observarse numerosos escudos
heráldicos correspondientes a los distintos linajes de la Casa,
entre ellos se observa el escudo en cuyo cuerpo están los siete
estandartes y el gallardete antes aludidos.

10. Como veremos al tiempo del estudio de la demanda del pro-
ceso y en los contenidos de la escritura pública de transacción,
será precisamente en esta Real Cédula de 10 de julio de 1537,
otorgada por Carlos V, y en alguna otra posterior, especial-
mente la de 22 de diciembre de 1555, concedida por Felipe II,
los títulos en los que los marqueses de Campotéjar funden sus
derechos dominicales sobre el Generalife y posesorios perpe-
tuos sobre la alcaidía del mismo y su jurisdicción.

11. Será precisamente a partir de este momento cuando comience
a hablarse de marquesado de Campotéjar, por concesión real
del privilegio al linaje de Granada.

12. La familia Landi provenía de la nobleza de Siena.
13. La Casa de los Tiros, en la plaza del Padre Suárez de Granada,

no fue reivindicada en momento alguno por el monarca ni por
el Estado español, por cuanto estaba claro que la misma perte-
necía por derecho propio a los marqueses de Campotéjar. No
obstante, la misma fue parte importante del acuerdo transac-
cional, tras el cual, como veremos, pasaría al Estado español
con ciertos condicionantes. Aunque en la escritura transaccio-
nal no se dice expresamente, su entrega por parte de los seño-
res Durazzo-Pallavicini, así como de las huertas cercanas al
Generalife adquiridas en los siglos XVIII y XIX por ellos, fue
óbice para la obtención por estos de la titularidad sobre la
huerta del Pino.

14. Para la administración de este considerable patrimonio, los
marqueses de Campotéjar, residentes en Italia como sabemos
desde hacía varias generaciones, tenían en España un adminis-
trador o apoderado general de los mismos, cuya presencia fue
especialmente acentuada por los marqueses desde el segundo
tercio del siglo XIX, una vez iniciada la tramitación del proce-
so judicial. A principios de este siglo, en el momento en que el

^ litigio alcanzó su punto más álgido, era apoderado general de
los bienes de la Casa de Campotéjar, el italiano Giusseppe
Dáneo, llegado a Granada con la misión principal de deslindar
las propiedades de los señores Durazzo-Pallavicini. Oriundo
de la provincia de Alessandria, en el Piamonte italiano, Dáneo,
residía con su familia en la calle Pavaneras, en la Casa de los
Tiros.

15. Esta definición está extraida directamente del Derecho
Romano, concretamente del Digesto XLIV, 25, según la cual
la acción reivindicatoria es la "actio in rem, per quam nostram,
quae ab alio possidetur, petimus", que se ha revelado para la doc-
trina como algo inexacta e incompleta, ya que "reivindicatio",
era realmente la acción del propietario civil que no poseía la
cosa contra el poseedor no propietario para obtener la decla-

ración judicial de su derecho y la restitución de la cosa o su
equivalente. Su ejercicio no se fundaba en la existencia de un
derecho del propietario contra la persona del poseedor, sino
exclusivamente en su dominio jurídico sobre la cosa. La vieja
cuestión de si el demandado debe ser poseedor animo domini
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o puede ser un mero detendador fue ya resuelta en Derecho
Común, al parecer sobre la opinión de Ulpiano, aun cuando
había suscitado las dudas entre los jurisconsultos romanos. Así,
sin duda, recogiendo esta tradición histórica, el art. 348.2° del
C.c. (este precepto apareció por primera vez en la edición del
C.c. vigente, no figurando en el anteproyecto, ni en el proyec-
to de C.c. de García Goyena de 1851) confiere expresamente
la acción al propietario contra el poseedor y el "tenedor", fiel a
la doctrina sentada por Ulpiano. A su juicio, la acción de rei-
vindicación está bien interpuesta contra todos los que se
encuentren en la posesión de una cosa, de cualquier modo y
por cualquier título, a su nombre o a nombre de otro: `puto
autem ab omnibus, qui tenent et habent restituendi facultatem,
peti posse"; esta doctrina sería mejorada por Pothier, quien le
añadiría el principio laudatio actoris, en cuya virtud el detenta-
dor debía ser excluido de la litis indicando la persona en cuyo
nombre posee, cuestión ésta ciertamente importante en un
proceso como el seguido contra la Casa de Campotéjar, habi-
da cuenta de la residencia del poseedor directo fuera de
España, siendo los bienes y derechos reclamados meramente
detentados por otras personas.

16. Archivo de la Real Chancillería de Granada: 19.
C 421, L 39, P5 de 1910.
C421,L40,P6de1912.
C421, L46, P2de 1916.
C 421, L 49, P8 de 1920.
C421, L49, P9de 1920.
C 422, L 51, P5 de 1910.
C 422, L 52, P6 de 1912.
C 422, L 58, P2 de 1916.
C 422, L 58, P3 de 1916.
C 422, L 61, P8 de 1920.
C422, L61, P9de 1920.

17. Los números que a partir de este momento se insertan hacien-
do referencia a folios de los autos del proceso, se refieren al
orden en que los documentos aparecen foliados a lo largo de
los distintos legajos hallados en el Archivo de la Real
Chancillería de Granada.

18. La sentencia pronunciada en primera instancia no ha sido 20.
localizada en el Archivo de la Real Chancillería, al no encon-
trarse por el momento el Libro de Sentencias del Juzgado del
Distrito del Salvador de Granada. No obstante, por otras fuen-
tes y documentos se puede señalar que la misma fue pro-
nunciada por el Juez municipal interino de instrucción del
Juzgado del Distrito del Salvador, J. Ortega Moreno, y que
estaba bien fundada y constaba de 19 de pliegos, conteniendo
veinte resultandos y seis considerandos.
En los primeros se hacía una historia circunstanciada de toda
la prueba aducida por la parte demandada, que consistió prin- r
cipalmente en el testimonio de las reales cédulas habidas a
partir de la de 22 de diciembre de 1555, dictada por el Rey lJ

D. Felipe 1I, a partir de la cual la tenencia posesoria y la
Alcaidía perpetua del Generalife pasaron a los sucesores del
linaje Granada Venegas. Precisamente el estudio riguroso de lo
mandado en estas reales cédulas, hizo concluir al juez de ins-
tancia que la Corona nunca hizo egresión de su derecho de
propiedad y que por ellas únicamente hubo de conceder el uso
y disfrute de dicho palacio y sus agregados, llevando aneja la
jurisdicción de la Alcaidía.
En el fallo se declaraba, que el palacio y jardines del Gene-
ralife, con sus huertos, dehesas, alixares y demás agregados, con
inclusión de la huerta del Pino, pertenecían al Real Patrimonio
Privado de S.M., al tiempo el Estado español, condenando a la
marquesa de Campotéjar y consortes a que los restituyesen con
todos los frutos y emolumentos percibidos desde D. Pedro
Grimaldi, que fue el último poseedor con arreglo a la última
real cédula concedida para disfrute y tenencia de la Alcaidía,
dada en tiempo del Rey don Carlos III, con imposición de las
costas, por la temeridad que revela el procedimiento empleado
por la parte demandada, al dilatar por medio de los incidentes
promovidos desde el año 1849 en que se mandó conferir tras-
lado a dicha parte, para alegar de bien probado.
La relación de bienes muebles fue incluida en el número
III, octavo, de la escritura de transacción, donde se distinguió
entre los retratos de la Sala del Rey, de la Sala de los Granada,
los de la Capilla y el resto de muebles y objetos. En con-
creto los retratos de la Sala de los Granada, especificados
en la escritura eran, un paisaje, dos marinas, dos relativos a
batallas bíblicas, un sinóptico de la historia de España y
un cuadro pastel árabe y azulejos. En cambio, los retratos de
familia a los que alude el número II, cuarto, de la escritura de
transacción parece que serían los incluidos en la Sala del Rey,
en concreto, un cuadro de las Armas de España y Alemania,
uno de Fernando el Católico, otro de Isabel la Católica, otro
de Juana hija de los anteriores, de su marido Felipe el
Hermoso, de Carlos 1, de la emperatriz Isabel de Portugal, de
D. Juan de Austria, de Felipe el Prudente, de Felipe II, de
Felipe III, Carlos II, Felipe V de Borbón y de Mariana de
Neanburgt.
En la Hemeroteca Provincial de Granada puede constatarse
cómo los periódicos de la época, El Defensor, el Noticiero
Granadino y La Opinión, se hacen eco de la llegada a la ciudad
de los representantes del Estado Español, el Excmo. Sr. D.
Juan Bertrán y Musitu —éste acompañado de un hijo— y del
Il mo Sr. D. Juan Díaz y de la Sala. Dichos diarios recogen su
llegada a la estación de Andaluces y su traslado al hotel
Alhambra Palace, así como su partida al día siguiente, con
dirección a Madrid. Lo cierto es que el acto de entrega del
Generalife pasó realmente bastante desapercibido, fundamen-
talmente por su coincidencia con la inauguración del monu-
mento a Angel Ganivet García en el bosque de la Alhambra
(diarios del 1, 2 y 6 de octubre).
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